PONENCIA PARA PRIMER DEBATE PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO No. 10/2017 (CÁMARA) “POR EL CUAL SE ADICIONA EL ARTÍCULO 361 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA”.

Doctor
TELÉSFORO PEDRAZA
Presidente Comisión Primera
Cámara de Representantes 

Honorable Presidente:

Atendiendo la honrosa tarea que se nos ha encomendado, y en cumplimiento del mandato constitucional y de lo dispuesto por la Ley 5ª de 1992, por la cual se expide el Reglamento del Congreso de la República, nos permitimos rendir informe de ponencia para primer debate en Comisión Primera Cámara de Representantes al proyecto de Acto Legislativo n.° 10 de 2017 (CÁMARA) “Por el cual se adiciona el artículo 361 de la Constitución Política de Colombia”.

I. ANTECEDENTES 

El día 22 de marzo de 2017, a iniciativa del Gobierno nacional y por medio del Ministro de Hacienda y Crédito Público, el Ministro de Minas y Energía y el Director Departamento Nacional de Planeación, fue radicado en la Secretaría General de la Cámara de Representantes el proyecto de Acto Legislativo “Por el cual se adiciona el artículo 361 de la Constitución Política de Colombia”, con el cumplimiento de los requisitos formales exigidos para el efecto por la Constitución Política y el Acto Legislativo 1 de 2016[footnoteRef:2], el cual fue publicado en la Gaceta del Congreso n.° 178 de 2017.  [2:  Por medio del cual se establecen instrumentos jurídicos para facilitar y asegurar la implementación y el desarrollo normativo del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera. ] 


Así las cosas, el mencionado proyecto se radicó respondiendo a la necesidad de destinar recursos para la implementación del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera entre el Gobierno nacional y el Grupo Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, Ejército del Pueblo (FARC-EP), en adelante, el Acuerdo Final, refrendado por el Honorable Congreso de la República el día 30 de noviembre del 2016.

El Acto Legislativo 01 de 2016 “Por medio del cual se establecen instrumentos jurídicos para facilitar y asegurar la implementación y el desarrollo normativo del Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera”, en el artículo 1 contempló un nuevo artículo transitorio mediante el cual estableció el procedimiento legislativo especial para la paz, para la expedición de actos legislativos y leyes que tengan como objeto facilitar y asegurar la implementación y desarrollo normativo del Acuerdo Final. De igual manera, en el artículo 3 incluyó un nuevo artículo transitorio en la Constitución Política a través del cual se ordena la incorporación del Plan de Inversiones para la Paz en el Plan Nacional de Desarrollo durante los próximos veinte años, y señala la facultad de las autoridades departamentales, municipales y distritales para ajustar los planes de desarrollo territoriales para adecuarlos al Plan de Inversiones para la Paz.
Por su parte, el Acuerdo Final define objetivos y metas que se deben alcanzar en un horizonte de veinte (20) años, con logros de corto y mediano plazo necesarios para avanzar en la consolidación de las condiciones del acuerdo, el cual se encuentra compuesto por seis puntos:  1) Reforma Rural Integral; 2) Participación Política; 3) Fin del Conflicto; 4) Solución Integral al Problema de las Drogas Ilícitas; 5) Acuerdo sobre las Víctimas del Conflicto y 6) implementación, verificación y refrendación.

En particular, resulta importante resaltar el punto 1.3. del Acuerdo Final, que fija el propósito de lograr, en 15 años, la erradicación de la pobreza extrema y la reducción en un 50% de la pobreza rural en todas sus dimensiones, a través de la elaboración y puesta en marcha de los Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral (RRI): Plan Nacional de Vías Terciarias, Plan Nacional de Riego y Drenaje, Plan Nacional de Electrificación Rural, Plan Nacional de Conectividad Rural, Plan Nacional de Salud Rural; Plan Especial de Educación Rural y Plan Nacional de Construcción y Mejoramiento de Vivienda Social Rural.

Frente a lo anterior, es importante alcanzar resultados concretos en el corto y mediano plazo que permitan generar confianza en las poblaciones y zonas más afectadas por el conflicto armado y prevenir los riesgos de retorno a situaciones de violencia.  De esta manera, en el Punto 1 del Acuerdo Final, se precisa que el plan marco de implementación debe garantizar los máximos esfuerzos de cumplimiento de estos planes nacionales en los próximos 5 años.

Igualmente, el Acuerdo Final creó los Planes de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) como mecanismo para implementar la RRI con mayor celeridad en los territorios más afectados por el conflicto y la pobreza, con base en cuatro criterios para definir las regiones de acción prioritaria:

1- Los niveles de pobreza, en particular de pobreza extrema y de necesidades insatisfechas.
2- El grado de afectación derivado del conflicto.
3- La debilidad de la institucionalidad administrativa y de la capacidad de gestión.
4- La presencia de cultivos de uso ilícito y de otras economías ilegales.

Específicamente respecto de la utilización de recursos del Sistema General de Regalías el numeral 6.1.2 del Acuerdo Final estableció:

“Se promoverán mecanismos y medidas para que con recursos del Sistema General de Participaciones y el Sistema General de Regalías se contribuya a financiar la implementación de los acuerdos, incluyendo los territorios priorizados para los planes de acción para la transformación regional de los PDET. Los recursos de regalías serán una fuente más de las diferentes fuentes para la implementación del Acuerdo en los territorios, para que estos proyectos fortalezcan el desarrollo de sus municipios y departamentos.”

Así, los desafíos que se suscitan por el cumplimiento del Acuerdo Final, hacen necesario aumentar el nivel de inversión y replantear los criterios de focalización de los recursos del SGR a nivel territorial y sectorial.





II. EL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO

El proyecto de Acto Legislativo radicado por el Gobierno nacional propone cambios al Sistema General de Regalías (SGR) destinando recursos para la implementación del Acuerdo Final de la siguiente manera: 
a) Se crea una asignación, por un término de 20 años, para financiar proyectos de inversión en la implementación del Acuerdo Final, del 7% de los ingresos del SGR.  Para ello, se propone reducir durante este lapso de tiempo el aporte del SGR al ahorro pensional territorial en 3%.  Los recursos restantes, equivalentes al 4% de los ingresos del SGR, resultarían de un menor ahorro en el Fondo de Ahorro y Estabilización, 
b) Se dispone la posibilidad de destinar los recursos provenientes del aporte del SGR al ahorro pensional territorial, que excedan el cubrimiento del pasivo pensional de las entidades territoriales, a la financiación de proyectos de inversión, que durante los próximos 20 años deben tener como objeto la implementación del Acuerdo Final. Lo anterior, tanto para los excedentes que se encuentran disponibles en este momento, como los que se generen a futuro. 
c) Se establece la destinación de una parte de los recursos no comprometidos del Fondo de Ciencia y Tecnología (FCTI) al 31 de diciembre de 2016, a proyectos de inversión para la implementación del Acuerdo Final y
d) Se crea un Órgano Colegiado de Administración y Decisión (OCAD) para definir los proyectos de inversión que se financiarán con los recursos que provienen del SGR que serán destinados para la paz.

Las medidas propuestas por el Gobierno nacional mediante el presente Acto Legislativo le permitirán a las entidades territoriales contar con más de 18 billones de pesos adicionales para adelantar las inversiones del Acuerdo Final en los próximos veinte años.

III. REUNIONES Y ESCENARIOS DE SOCIALIZACIÓN

1- Reunión de ponentes - 18 de abril de 2017

El 18 de abril de 2017 se celebró una reunión entre los ponentes designados, el Ministro de Hacienda y Crédito Público y funcionarios del Departamento Nacional de Planeación, con el propósito de conocer el contenido del proyecto de ley y exponer las apreciaciones de los Honorables Congresistas sobre la propuesta. 

En el curso de la reunión, el Ministro de Hacienda presentó el proyecto, expuso sus líneas generales y sus objetivos más relevantes. Tanto los ponentes como los representantes del gobierno coincidieron en la necesidad de que las reformas introducidas al Sistema General de Regalías para el cumplimiento del Acuerdo Final no sólo destinen recursos adicionales a la implementación del Acuerdo Final, sino que contribuyan a una inversión pública territorial más eficiente y efectiva.

Por otro lado, algunos ponentes manifestaron la necesidad de hacer ajustes al SGR, en particular en lo relacionado con la adecuada aprobación y ejecución de proyectos de inversión, dado que el esquema actual tiene deficiencias que han llevado a acumular recursos y a demorar su ejecución. 

En particular, los ponentes resaltaron lo que a su juicio son errores de diseño del Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación, que cuenta con un 40% de los recursos ya recaudados sin aprobar. Así, manifestaron que, a pesar de compartir el espíritu de la propuesta de dar traslado de parte de estos saldos para atender inversiones para el postconflicto, el proyecto no puede limitarse a reasignar estos recursos sin abordar los problemas estructurales de este Fondo. A juicio de los ponentes es necesario revisar de manera estructural los problemas del FCTI y evaluar la inclusión de una propuesta completa de reforma a su operación.

En este sentido y con el propósito de tomar en consideración la opinión de los expertos sobre este asunto, los ponentes, con el acompañamiento de Colciencias, el DNP y el MHCP, acordaron llevar a cabo una reunión con representantes de la comunidad académica para escuchar su postura frente a lo propuesto en el proyecto de Acto Legislativo y frente a las medidas necesarias para que los recursos de Ciencia, Tecnología e Innovación contribuyan realmente al incremento de las capacidades científicas y tecnológicas, y de competitividad de las regiones y del país.

Por otro lado, el HR Harry González manifestó su inquietud sobre el hecho de que la propuesta no es explícita en señalar que el uso de los recursos trasladados del Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación deba ser la financiación de vías terciarias, en los términos que lo ha anunciado el Presidente de la República.  

A juicio de los Honorables Congresistas, estos recursos deben destinarse exclusivamente a este propósito, por ser inversiones urgentes para la implementación del Acuerdo Final.  La infraestructura vial terciaria es una inversión estratégica que abre el camino para la construcción de la Paz:  permite una mayor integración de las poblaciones afectadas por la violencia y el conflicto armado a los centros urbanos y los mercados, fortalece los planes de sustitución de cultivos ilícitos y propicia una reactivación económica y social de estos territorios, a la vez que contribuye a dar un impulso a la economía desde las regiones.  Por tanto, consideran conveniente que el uso de los recursos de este traslado, que se realiza por una sola vez, sea dirigido de manera específica a inversión en este sector.  

El HR Harry González planteó también dudas sobre dejar indefinido el monto o porcentaje de los saldos del FCTI que sería objeto del traslado. Los miembros del Gobierno nacional señalaron que, aunque no se hayan aprobado proyectos de inversión con cargo a estos saldos, algunos departamentos han avanzado en la formulación y estructuración de proyectos de inversión que pueden requerir el uso parcial de estos recursos. Adicionalmente, de limitar el uso de estos recursos a vías terciarias, se presentan casos como Bogotá y San Andrés que no podrían hacer uso efectivo de estos recursos.

El Gobierno se comprometió a evaluar, según el estado de los proyectos en trámite ante este Fondo, si es posible dar traslado de la totalidad de los saldos o establecer un porcentaje concreto en el Acto legislativo, y a presentar el resultado de esta evaluación a los ponentes para que tomen una decisión sobre el contenido de la ponencia en este punto

Por otro lado, varios ponentes señalaron que es indispensable asegurarse de que este Acto Legislativo introduzca medidas de eficiencia necesarias para que los recursos de inversión del Sistema General de Regalías realmente lleguen a todos los municipios del país. En línea con lo anterior, el HR Carlos Abraham Jiménez propone considerar la eliminación de los OCAD municipales, en los que se deciden recursos de inversión de una cuantía relativamente pequeña.  Estos OCAD, que deciden sobre proyectos locales, generan una carga innecesaria para todos sus miembros y demoran la ejecución de estos recursos.  

EL HR Jiménez también manifestó que los alcaldes del país sufren un proceso desgastante para la aprobación de sus proyectos, pues deben pasar por la evaluación y aprobación tanto del Gobierno departamental como del Gobierno nacional, demorando el inicio de las inversiones durante meses.  A su vez, el Gobierno nacional, a través del Departamento Nacional de Planeación, debe destinar tiempo y recursos cuantiosos de su planta de personal para asistir a los cerca de 1,000 OCAD municipales, para aprobar proyectos de menos de 500 millones de pesos. Como se señala en el punto 6. del Acuerdo Final, consolidar la Paz exige más agilidad, eficiencia y oportunidad en la inversión pública, por lo que se considera necesario estudiar la inclusión de esta modificación, eliminando los OCAD, pero delimitando las prioridades de inversión de estos recursos.

El Ministro reconoció la relevancia de esta arpeciación y las dificultades que implica el diseño actual del sistema. Indicó, sin embargo, que los OCAD son el componente fundamental del principio de buen gobierno del SGR, en el cual la toma de decisiones de inversión se realiza de manera concertada entre los tres niveles de gobierno, por lo cual la propuesta debe revisarse con detalle. 

Los ponentes manifestaron así mismo que otro aspecto que merece una discusión importante es la creación de un nuevo OCAD, el cual tendría la responsabilidad de definir los proyectos que se financiarían con los recursos del 7% de la asignación para la Paz, algunos rendimientos financieros del SGR y los recursos del traslado desde el FCTI.  En particular, el HR Miguel Ángel Pinto consideró que podría ser más eficiente aprobar los recursos, especialmente los que son producto del traslado del FCTI que requieren un trámite expedito, en los OCAD Regionales existentes.

El Ministro señaló que la definición de los proyectos por parte de este nuevo OCAD es fundamental para garantizar que los recursos se destinen de manera rápida y efectiva a la implementación del Acuerdo y a proyectos en los municipios y territorios priorizados.  Resaltó que los OCAD regionales tienen ya cuantiosos recursos para aprobar en el bienio 2017-2018: $7.7 billones del Fondo de Desarrollo Regional y del 60% del Fondo de Compensación Regional, por lo cual la prioridad de estos OCAD se centrará en la evaluación, viabilización, priorización y aprobación de los proyectos regionales de interés de cada departamento para adelantar su plan de gobierno.  En este escenario, es necesario que exista una instancia concentrada exclusivamente en la definición y financiación de los proyectos para la implementación del Acuerdo, para que estas inversiones no sufran demoras y no se dispersen los recursos.

El HR Carlos Abraham Jiménez manifestó la preocupación sobre el papel que tiene el Congreso de la República en la definición de las prioridades de inversión de los recursos del Sistema General de Regalías.  Manifestó que durante el trámite de aprobación del presupuesto bienal del SGR, el Congreso de la República no tiene injerencia alguna en la definición de las inversiones regionales que se priorizarán con estos recursos, pues esta función está reservada a los Órganos Colegiados de Administración y Decisión. Señala así la necesidad de que el Congreso tenga voz y pueda participar de manera activa en el proceso de priorización de estos recursos en el seno de este nuevo OCAD Paz.

Adicionalmente, los ponentes señalaron que es importante prever las pautas para la elección de los Gobernadores y Alcaldes que integrarían el OCAD.  Esto es especialmente importante en el caso de los Alcaldes, pues no es claro cómo garantizar que la elección de sólo dos Alcaldes del país cuente con el consenso y representatividad requerida.

2- Reunión con la comunidad académica y Colciencias- 20 de abril de 2017

En cumplimiento del compromiso adquirido en la primera reunión de ponentes, se adelantó una reunión con los ponentes del Proyecto de Acto Legislativo, con la Viceministra General del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Subdirector Territorial de la Inversión Pública del Departamento Nacional de Planeación, el Director de Colciencias, el Presidente de la Asociación Colombiana para el Avance de la Ciencia, el Presidente de la Academia Colombiana de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales (ACCEFYN), el Rector de la Universidad Industrial de Santander (UIS), el Rector de la Universidad de Antioquia, la Vicerrectora de la Universidad de los Andes y el Secretario de la Asociación de Ciencias de la Universidad Nacional.

Luego de una exposición de la propuesta de Acto legislativo por parte de la Viceministra General de Hacienda, los representantes de la comunidad académica resaltaron como premisa que la construcción de la Paz requiere de la ciencia: soluciones para incrementar la productividad del campo, dar respuesta adecuada al cambio climático, entre otros aspectos, necesitan tecnología e innovación.  Sin embargo, coinciden con la preocupación del Gobierno Nacional y de los Honorables Ponentes sobre las dificultades que se han presentado para la ejecución de estos recursos. 

Posteriormente, Alejandro Olaya Dávila, Subdirector de Colciencias expuso las razones por las cuales dicho Departamento Administrativo considera que la ejecución de los recursos del FCTI no se ha realizado de manera eficiente.  Señala que luego de 5 años de operación, el balance del Fondo Ciencia, Tecnología e Innovación (FCTI) del Sistema General de Regalías evidencia la necesidad de realizar ajustes en su diseño y operación, y destaca tres problemas principales que han derivado en la acumulación del saldo de $1,5 billones de pesos por aprobar:

a) El principio de “selectividad” está roto
Explica que no sólo en Colombia, sino en el mundo, los mecanismos usados tradicionalmente para la asignación de recursos públicos para investigación e innovación son de carácter abierto y competitivo, con criterios basados en la excelencia de las propuestas y la experiencia de sus ejecutores.  Es así como se garantiza una selección objetiva y se estimula la participación de un mayor número de actores. 

La ausencia de este tipo de mecanismos para la selección de los proyectos sometidos ante el OCAD del FCTI ha disminuido notablemente el número de proyectos que se presentan, limitando así las opciones para seleccionar aquellos que mejor dan respuesta a un problema o necesidad del desarrollo regional.  

Como evidencia de ello, se presenta un comparativo de los resultados del mecanismo de convocatoria pública implementado por Colciencias con otros recursos, con los del proceso de priorización y selección de proyectos que está siendo llevado a cabo en el marco del FCTI. 

Como muestra la Tabla 1, para el periodo 2012-2016, mientras que Colciencias recibió y evaluó 10.695 proyectos por valor de $2,5 billones de pesos, el OCAD del FCTI recibió y evaluó 604 proyectos por $5,1 billones de pesos.  En el primer caso, Colciencias logró financiar 3.307 proyectos por un valor cercano a $0,5 billones de pesos; mientras que el FCTI financió 271 proyectos por valor de $2,24 billones de pesos. 

Basado en este comportamiento, Colciencias estima que, para asignar 1 billón de pesos para la ejecución de proyectos de Ciencia, Tecnología e Innovación de otras fuentes, Colciencias recibiría y evaluaría alrededor de 18 mil propuestas y podría financiar 6 mil.  En contraste, el FCTI para asignar el mismo billón de pesos, recibiría alrededor de 270 propuestas, de las cuales financiaría 121 con la misma suma.
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	Proyectos I+D+i
	Proyectos de formación
	Total Colciencias
	FCTeI del SGR

	Número de proyectos recibidos convocatoria
	10.695
	8.495*
	19.190
	604

	Recursos solicitados
	$2.47 billones
	$1,95 billones
	$4,42 billones
	$5,1 billones

	Propuestas financiadas
	3.307
	6.175
	9.482
	271

	Recursos propuestas financiadas
	$0,580 billones
	$1,22 billones
	$1,8 billones
	$2,24 billones

	Número de entidades participantes en los proyectos de I+D+i (evaluados)
	1.000
	100
	1.100
	498


 * Corresponde a propuestas elegibles. Fuente: SIGP - Colciencias, Oficina Asesora de Planeación – Colciencias. Fecha del reporte: 15/11/2016

Los datos anteriores demuestran, en primer lugar, que en el Sistema Nacional de CTI se genera un número suficiente de proyectos para absorber el 100% de los recursos del FCTI.  En segundo lugar, se evidencia que la competencia generada por los mecanismos de convocatoria pública estimula la presentación de múltiples proyectos, que a su vez permite que se financien las mejores iniciativas.

En conclusión, el mecanismo de selección actual de los proyectos a ser financiados con el FCTI no permite que se determine cuál sería el mejor proyecto para atender las necesidades de desarrollos científicos y tecnológicos que requieren las entidades territoriales.





b) Las entidades territoriales no son las mejores ejecutoras de proyectos de CTI
Según el artículo 6 de la Ley 1530 de 2012, los ejecutores de los proyectos que serán financiados con recursos del SGR deben ser entidades de naturaleza pública. Es por esta razón que los departamentos, en cabeza de sus gobernaciones, se han convertido en los principales ejecutores de los proyectos financiados por el FCTI. De acuerdo con datos de la Secretaría Técnica del OCAD del FCTI, el 73% de los proyectos aprobados actualmente tienen como ejecutor a la correspondiente gobernación. 

Ahora, según el Índice de Gestión de Proyectos de Regalías (IGPR), herramienta del Sistema de Monitoreo, Seguimiento, Control y Evaluación (SMSCE) para medir y valorar trimestralmente la gestión de las entidades ejecutoras de los proyectos financiados con recursos del SGR[footnoteRef:3], entre 60 entidades ejecutoras de proyectos del FCTI evaluadas, el departamento mejor calificado se ubica apenas en el puesto 16, con un desempeño “medio”, al igual que otras 3 gobernaciones. Con bajo desempeño se encuentran 19 entidades territoriales y 7 con desempeño crítico.  [3:  El IGPR es calculado por el DNP a partir de la información reportada en el SMSCE, con base en dos dimensiones: gestión administrativa y gestión del desempeño de los proyectos. A la primera se asocian las categorías de transparencia y “sin medidas del SMSCE” y a la segunda se asocian los criterios de eficiencia y eficacia. ] 


Los proyectos de ciencia, tecnología e innovación demandan un tipo de capacidades y experiencia específica para su adecuado manejo y gestión. Aspectos como la incertidumbre o el riesgo asociados a las actividades de investigación, desarrollo tecnológico e innovación, requieren herramientas y respuestas diferentes a las tradicionalmente empleadas en otro tipo de inversiones públicas como la construcción de obras infraestructura o la dotación de las mismas. 

Es entonces lógico que sean las entidades especializadas en CTI las que cuentan con el know-how necesario para la adecuada gestión de estos proyectos. Así lo confirma el mismo IGPR, según el cual 8 de las 9 entidades ejecutoras calificadas con desempeño sobresaliente, son especializadas en CTI y adicionalmente, participaron en la formulación de los proyectos que ejecutan (

Gráfico 1). 
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Gráfico 1. Resultados del IGPR[image: ]
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c) El seguimiento no captura el avance científico o de innovación de los proyectos y no genera alertas oportunas

El tercer problema destacado por Colciencias es que el seguimiento realizado actualmente a todos los proyectos del SGR se fundamenta principalmente en la información que los ejecutores reportan en el SMSCE.  En este sentido, si bien el seguimiento del plan de trabajo establecido y la ejecución de los recursos son pieza fundamental, la verificación en campo, específicamente para los proyectos de CTI donde muchas de las actividades a realizar y productos a obtener resultan intangibles, altamente especializados o de difícil medición, es un complemento necesario en estas inversiones.

La especificidad de las actividades científicas, tecnológicas y de innovación, demandan una gestión especializada, pero además un seguimiento y evaluación diferenciados de acuerdo con el área del conocimiento y la disciplina a las que están asociados los objetos de la intervención. La práctica difundida a nivel internacional para este tipo de seguimiento es la evaluación de pares expertos, quienes cuentan con el conocimiento y la experiencia en las áreas y disciplinas de los proyectos en ejecución, lo que les permite conceptualizar de forma calificada sobre el cumplimiento de los propósitos científicos, tecnológicos o de innovación de los mismos.  

Con base en lo anterior, se considera que la ausencia de los conceptos de pares expertos en el seguimiento y evaluación de los proyectos está generando reacciones tardías por parte de las entidades involucradas.

En conclusión, Colciencias resalta la importancia de transferir recursos del FCTI del SGR para la implementación del Acuerdo Final, pero también considera de suma importancia establecer en la Constitución Política una disposición que permita aplicar las oportunidades de mejora que fueron expuestas respecto del manejo del fondo, con el fin de evitar que en el futuro se mantenga el problema de acumulación de recursos sin ejecutar que entorpezca el cumplimiento de los fines para los que fue creado.

A partir de la exposición de Colciencias, los distintos miembros de la comunidad académica complementaron este diagnóstico. Como primera medida, hicieron énfasis en el hecho que la baja ejecución del FCTI no se debe a la inexistencia proyectos científicos, tecnológicos e innovadores por financiar, sino que existe una barrera de entrada.  

Así, el proceso de definición de los proyectos ha llevado a desincentivar a la comunidad científica para presentar proyectos a este Fondo, pues muchos no son presentados por los Gobernadores al OCAD, y los que sí, muchas veces terminan siendo ejecutados por entidades distintas a las que formularon el proyecto, en detrimento de la calidad en la ejecución de los mismos.

En ese sentido, los representantes de las instituciones académicas asistentes consideran que es indispensable que la propuesta de transferir recursos del FCTI del SGR para la implementación del Acuerdo Final vaya de la mano con una disposición que permita superar los problemas de un inadecuado diseño institucional de este Fondo y así evitar que en el futuro se acumulen recursos sin ejecutar. Así, es indispensable que los proyectos de inversión se seleccionen a través de un proceso competitivo que propicie la innovación y, además, es imperativo que la implementación de los proyectos la realicen las entidades que formularon el mejor proyecto, sin importar su naturaleza jurídica.

Silvia Restrepo, Vicerectora de la Universidad de los Andes, indicó que la propuesta de transferencia de los recursos del FCTI a la implementación del Acuerdo Final debe ir ligada con las disposiciones generales que resuelvan los problemas que crean la acumulación de recursos sin ejecutar Si esto no se hace. se estaría generando un grave perjuicio a la finalidad del desarrollo de la ciencia, la tecnología y la innovación del país pues la acumulación, como ya se expuso por Colciencias, no se debe a la falta de proyectos por financiar. Posteriormente indicó que el sistema de selección de los proyectos a financiar debe evitar conflictos de interés con Colciencias, pues esta entidad podría formular y presentar proyectos y de otra parte participar en la selección de los mismos. Colciencias respondió ese cuestionamiento indicando que no existiría conflicto de competencias, pues la selección de los proyectos estaría sujeta al proceso de selección que adelante el OCAD.

Igualmente intervino Manuel Fernando Castro Quiroz, Subdirector Territorial y de Inversión Pública del Departamento Nacional de Planeación, manifestando que desde dicho Departamento se ha realizado un estudio integral a las normas que rigen el funcionamiento del SGR, y también se considera pertinente incluir un mecanismo que permita la debida ejecución de los recursos del FCTI para los fines que fue creado. 

Agregó que en el proceso de seguimiento en terreno se verifican los productos entregados y se identifican situaciones de riesgo que afecten la ejecución de los proyectos en términos de eficiencia, eficacia, calidad y sostenibilidad de los proyectos. Dichas situaciones son objeto de planes de mejora a través de los cuales se mitigan los riesgos y se reencauza la ejecución de los proyectos y gracias a la labor de control preventivo que actualmente realiza el SMSCE a través del seguimiento a proyectos, se han visibilizado las problemáticas del FCTI y se han socializado las mismas con la secretaria técnica de Colciencias. Igualmente mencionó que se reconoce la importancia del acompañamiento de expertos a las visitas y para ello la Resolución 3778 de 2015 a través de la cual se establecen las metodologías de seguimiento y evaluación contempla la posibilidad de que las visitas del SMSCE sean acompañadas por COLCIENCIAS, y por expertos en temas de Ciencia, Tecnología e Innovación.


Eduardo Posada, representante de la Asociación Colombiana para el Avance de la Ciencia y Enrique Forero, de la Academia Colombiana de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales (ACCEFYN) señalaron además que no se debe perder de vista que las inversiones del FCTI deben tener un impacto regional y nacional.  En este sentido, consideran que, de introducir un ajuste constitucional, se debe contemplar la posibilidad que un porcentaje de estos recursos sea destinado a prioridades nacionales en CTI, posiblemente administrado directamente por Colciencias.

El rector de la Universidad de Antioquia, Mauricio Alviar, agregó que se debería contemplar la posibilidad de destinar una porción de los recursos a mejorar la infraestructura física de las Universidades Públicas. Señaló, además, que otro aspecto que se debería revaluar del FCTI es su distribución bajo criterios de equidad social, sin tener en cuenta las capacidades en CTI de los departamentos receptores. En este sentido, es necesario prever mecanismos para que entidades de CTI de alta calidad contribuyan a la solución de problemáticas de territorios con menor capacidad.

Raúl Rodríguez, Asesor del H.R. Harry González, sugirió analizar la posibilidad de no someter la ejecución de los recursos transferidos a un OCAD específico de paz, pues se podrían generar inconvenientes por ser un organismo nuevo y sugirió que se manejaran mediante los OCAD regionales que ya se encuentran creados y tienen experiencia en el manejo del SGR. 

Como conclusión de la reunión, los ponentes del Acto Legislativo respaldaron la inclusión de una medida adicional que dé la pauta para la reforma estructural que requiere el FCTI y que asegure que los recursos no se sigan acumulando sin uso.

En general, los asistentes coincidieron en que, si bien se requieren ajustes al funcionamiento del FCTI que se encuentra definido en la Ley 1530 de 2012, es necesario incorporar en la Constitución los parámetros principales que den pie a una reforma estructural del Fondo 


3- Reunión de ponentes - 26 de abril de 2017

Inició la reunión el Ministro de Hacienda y Crédito Público haciendo una exposición de las modificaciones que se proponen mediante el proyecto de Acto Legislativo. Resaltó que Colombia es ejemplo a nivel internacional por la implementación de mecanismos para la búsqueda de recursos para el posconflicto, partiendo de la expedición reciente de la reforma tributaria estructural que destina recursos a este fin y el camino que en ese mismo sentido recorre el presente proyecto. 

El HR Juan Carlos García indicó que en la línea de trabajo fijada en la primera reunión de ponentes y los compromisos adquiridos, se realizó una reunión con la comunidad académica y Colciencias. Así, expuso cuáles fueron las posiciones expuestas por parte de los asistentes respecto de los problemas de operación del FCTI; informó igualmente que la comunidad académica comprende la necesidad de recursos para la implementación de la paz, pero hacen énfasis en que se requiere una reforma más grande que ajuste el funcionamiento del FCTI, pues la Paz también requiere Ciencia, Tecnología e Innovación.

Con lo anterior, anota, es necesario analizar cuáles serían los ajustes de dicho Fondo, y trabajar en la redacción de un artículo que se encuentre acorde al mecanismo legislativo para la paz. Agrega que los ponentes han propuesto la posibilidad de que en el mismo OCAD regional, que ya está en operación, se maneje todo lo relacionado con el traslado de los recursos del FCTI, dado que lo que se requiere es fortalecer la red de vías terciarias. 

Posteriormente, la Viceministra General de Hacienda y Crédito Público resumió los distintos puntos puestos a consideración del Gobierno nacional por los ponentes en las reuniones sostenidas, para que sobre cada uno se pudiera avanzar en lograr consensos.  Resaltó los siguientes temas:

1. Hacer explícito que los recursos del traslado del FCTI son para vías terciarias
2. Nuevo artículo con reforma al Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación
3. Evaluar si se traslada todo el saldo del FCTI a 31 dic. de 2016 ($1,5 billones)
4. Incluir pauta sobre elección de miembros territoriales del OCAD Paz
5. Incluir participación del Congreso en el OCAD 

En cuando a la solicitud de especificar que los recursos transferidos del FCTI sería para vías terciarias, la Viceministra indicó que con una redacción más general se puede ampliar las posibilidades de infraestructura en transporte para la implementación del acuerdo, pues algunos de los municipios prioritarios para la implementación del requieren, por ejemplo, proyectos de transporte fluvial. Indicó, así, que referirse de manera específica a “red terciaria” puede resultar demasiado restrictivo y que una redacción más general, relacionada de manera general con la infraestructura de transporte requerida para el Acuerdo Final, lograría el propósito buscado. 

En cuanto a los ajustes del FCTI, la Viceministra propuso una redacción que da respuesta a dos de los tres problemas señalados por Colciencias y la comunidad académica en la reunión del 20 de abril, que incluye una selección competitiva de los proyectos a ser financiados y busca asegurar que la ejecución de los proyectos seleccionados en la convocatoria la realice la entidad especializada que lo presentó en el proceso competitivo.  Sobre el problema del seguimiento de los proyectos no se incluye una redacción específica porque dicho inconveniente se resolvería con el Sistema de Monitoreo Seguimiento, Control y Evaluación del DNP.  

De igual manera la Viceministra expone otros puntos planteados por la comunidad académica, que no están siendo tratados en el proyecto de Acto Legislativo pero es importante que sean socializados a todos los ponentes: 1) la destinación de un porcentaje de los recursos a proyectos de interés nacional, administrado por Colciencias, 2) financiar la infraestructura física de las Universidades Públicas con un porcentaje de los recursos y 3) distribuir los recursos con base en calidad y no en equidad, asignando mayores recursos a entidades con mayores capacidades en CTeI..

En cuanto a la solicitud de incluir una cifra específica de los recursos que serán transferidos del FCTI a la asignación paz, en cumplimiento del compromiso adquirido en la reunión de ponentes del 18 de abril, la Viceministra presentó la información sobre los proyectos que se encuentran actualmente en proceso de aprobación ante el OCAD del FCTI, con los montos estimados de los mismos y las entidades territoriales a las cuales pertenecen, resumidas en el siguiente cuadro:



	Departamento
	Valor total proyectos en trámite
	Presupuesto
2017-2018
	Balance si se aprueban todos los proyectos en trámite
	Saldo sin aprobación a 31 de diciembre de 2016

	SAN ANDRÉS
	            27.948 
	            10.266 
	-           17.682 
	            35.357 

	BOGOTÁ, D.C.
	            41.259 
	            26.919 
	-           14.340 
	            20.278 

	VALLE DEL CAUCA
	            57.774 
	            46.065 
	-           11.709 
	            68.840 

	BOLÍVAR
	            70.116 
	            63.656 
	-              6.460 
	         153.121 

	SUCRE
	            40.653 
	            45.078 
	               4.425 
	            89.956 

	TOLIMA
	            26.950 
	            32.102 
	               5.152 
	            33.407 

	ARAUCA
	            12.714 
	            18.728 
	               6.014 
	            19.553 

	GUAVIARE
	              6.444 
	            12.885 
	               6.441 
	              6.315 

	NARIÑO
	            53.335 
	            60.616 
	               7.280 
	         114.712 

	CALDAS
	            10.359 
	            19.962 
	               9.603 
	            26.037 

	N. DE SANTANDER
	            29.948 
	            39.694 
	               9.747 
	            70.885 

	CHOCÓ
	            23.972 
	            37.832 
	             13.859 
	            44.032 

	SANTANDER
	            15.401 
	            33.113 
	             17.712 
	            17.199 

	CAQUETÁ
	              8.299 
	            26.590 
	             18.291 
	            20.666 

	PUTUMAYO
	              3.022 
	            22.280 
	             19.258 
	            52.049 

	CUNDINAMARCA
	            20.913 
	            41.653 
	             20.740 
	            44.030 

	HUILA
	            16.276 
	            41.350 
	             25.074 
	            62.440 

	CESAR
	            12.806 
	            41.366 
	             28.560 
	            58.884 

	ATLÁNTICO
	              6.156 
	            34.955 
	             28.799 
	            23.854 

	CÓRDOBA
	            38.597 
	            73.525 
	             34.928 
	            88.655 

	BOYACÁ
	              6.953 
	            42.259 
	             35.306 
	            87.725 

	ANTIOQUIA
	            40.084 
	            76.403 
	             36.319 
	            64.508 

	MAGDALENA
	              1.500 
	            48.545 
	             47.045 
	            61.251 

	TOTAL
	571.459
	
	
	


Fuente: Secretaría técnica del OCAD del FCTI. Cifras en millones de pesos.

En total, se encuentran en proceso de aprobación proyectos avaluados en más de $570 mil millones, y, de dar traslado de todos los saldos, tres departamentos y Bogotá no alcanzarían a financiar los proyectos que se encuentran en proceso de evaluación con el actual presupuesto bienal 2017-2018.  Señaló además que era importante tener en cuenta que existen entidades, como Bogotá D.C., que han manifestado que requieren los saldos a 31 de diciembre de 2016 para los proyectos de Ciencia, Tecnología e Innovación ya formulados y seleccionados.  Igualmente, los Gobernadores, a través de una comunicación de la Federación Nacional de Departamentos, manifestaron que es necesario que los departamentos puedan decidir sobre el monto a ser trasladado, según las necesidades específicas de cada territorio.   

En lo referente a la solicitud de estudiar la inclusión de las reglas de elección de los miembros de las entidades territoriales en el OCAD para la paz, se considera innecesario incluir alguna disposición sobre ello en el Acto Legislativo, dado que el artículo 6 de la Ley 1530 de 2012 señala que la forma de seleccionar los integrantes de los OCAD es definida por el reglamento, que lo establece la Comisión Rectora mediante Acuerdo. Sobre la solicitud de evaluar la posibilidad de participación de los congresistas en el OCAD para las inversiones de la asignación paz, se propone incluir una disposición que asegura la participación con voz, pero sin voto. 

La Viceministra también informa que, dada la necesidad de operación inmediata del OCAD para las inversiones de la asignación Paz, se propone una redacción que otorgue al Gobierno nacional la obligación de reglamentar la operación del mismo y así no esperar la expedición de una Ley. Adicionalmente, sugiere aclarar el texto del articulado haciendo referencia específicamente a la “asignación para la paz” con el fin de facilitar la lectura del Acto Legislativo.

La Viceministra cierra su resumen de los puntos de las reuniones, señalando dos propuestas realizadas por los ponentes sobre las cuales el Gobierno nacional ha realizado algunas aclaraciones.

La primera es la solicitud de no someter al OCAD para la paz los recursos transferidos del FCTI a la inversión en la implementación del Acuerdo Final, y en su lugar definir la inversión por medio de los OCAD regionales.  La Viceministra expuso que la principal consideración es que estos OCAD regionales ya deben ejecutar cerca de 8 billones durante el bienio actual. 

La segunda propuesta es la de eliminar los OCAD municipales, que el Gobierno se encuentra estudiando para determinar su viabilidad y para presentarle a los Honorables Ponentes. 

Frente al resumen de los temas tratados en las reuniones y propuestas expuestas por el Gobierno nacional frente a cada uno, el HR Carlos Abraham Jiménez manifestó que los recursos para inversión en vías terciarias son fundamentales para el cumplimiento del acuerdo de paz. Informa igualmente que ha recibido bastantes quejas de los municipios productores respecto del bajo porcentaje en las asignaciones directas establecido en el SGR, lo cual ha generado inconvenientes en los territorios para los proyectos mineros y petroleros, dado que no existen incentivos reales para autorizar la explotación de los recursos naturales, lo cual ha llevado a dificultades de ejecución en la operación de las concesiones actuales. Por tanto, considera que esta es una oportunidad para que el Gobierno incluya ajustes al respecto dentro acto legislativo. 

Resaltó que la generación de nuevos recursos para las entidades territoriales productoras es de gran importancia para el Sistema en general y, particularmente para la financiación de la paz, toda vez que incentivar la producción es lo que llevará a contar con los recursos para todos los componentes del SGR, incluyendo la Asignación para la Paz.

En cuanto a los ajustes en el FCTI, el representante indicó que se considera importante apoyar la propuesta presentada por la Viceministra, siempre y cuando se establezca que las convocatorias y los proyectos deben tener un impacto en el plan de desarrollo regional.  De otra parte, manifestó que el cuello de botella en la financiación de proyectos del FCTI se encuentra en Colciencias, por tanto, propuso que la verificación de requisitos no la realice dicha entidad, sino el DNP.  Aclaró que considera que dicha modificación se realizaría mediante una ley y no en el Acto Legislativo, pero que es importante no perder de vista estas consideraciones a la hora de hablar de reformas al FCTI. 

Por último, señaló que era necesario insistir en la propuesta de eliminar los OCAD municipales, indicando que los municipios de cuarta y quinta y sexta categoría, que requieren proyectos locales de bajo monto, deberían poder ejecutarlos directamente.

El HR Miguel Ángel Pinto Hernández manifestó que apoya la propuesta de financiar infraestructura en universidades públicas e insiste en establecer que los recursos que se transfieran del FCTI a la inversión para la paz, se ejecuten por medio de los OCAD regionales, para que se proceda de manera inmediata en construcción de vías terciarias.

Posteriormente intervino el HR Juan Carlos Osorio e indicó que comparte la posición de ampliar el concepto de inversión de los recursos transferidos del FCTI, de modo que no se restrinja únicamente a las vías terciarias. Sobre la definición del monto de los recursos que serían trasladados del FCTI, teniendo en cuenta que son sólo 3 departamentos y Bogotá los que en principio presentan problemas de financiación de proyectos del FCTI con el presupuesto actual, sugirió incluir un inciso que zanjaría la discusión sobre el traslado del total de los recursos, permitiendo que las entidades que cuenten con proyectos en trámite en el FCTI, que no alcancen a ser financiados con el presupuesto corriente, puedan utilizar los recursos de vigencias anteriores para cerrar su financiación.

El HR Harry González manifestó su preocupación respecto de la solución propuesta para mejorar las ineficiencias en la ejecución de los recursos del FCTI, teniendo en cuenta que al dejarse abierta la posibilidad de que cualquier persona, independientemente de su naturaleza jurídica, pueda ejecutar los proyectos a financiar, las Universidades Públicas estarían en desventaja frente instituciones privadas de alta capacidad técnica en la presentación y ejecución de proyectos. 

Por otra parte, insiste en que, si en efecto no se incluirá la selección del alcaldes y gobernadores para el OCAD de paz en el Acto Legislativo, el Gobierno nacional debe adquirir el compromiso de que en la reglamentación respectiva se señalará que los gobernadores sean escogidos por la Federación Nacional de Departamentos, garantizando que sean de regiones que hayan sido afectadas por el conflicto armado. Para el caso de la elección de alcaldes, sugirió que sean aquellos que participen en los OCAD regionales quienes realicen dicha elección. Por otro lado, manifestó que el Acto Legislativo debe establecer que los miembros del Congreso en el OCAD para la paz deben pertenecer a la comisión primera, por ser ésta la que estudia los temas constitucionales y de paz. Por último, sugirió que se puedan ejecutar proyectos municipales a través de convenios solidarios con juntas de acción comunal.

Posteriormente, intervino el HR Oscar Fernando Bravo Realpe, planteando la inquietud sobre porqué el 7% de los ingresos del SGR como asignación para la paz en los próximos 20 años y no un porcentaje distinto.  Adicionalmente, propuso que para la ejecución de los recursos que se trasladen del FCTI para la implementación del acuerdo, se busque un punto intermedio entre las decisiones del OCAD para la paz y los OCAD regionales, de manera que se pueda invertir en vías terciarias a la menor brevedad posible.  Igualmente, sugirió que se realice una audiencia del proyecto de Acto Legislativo con el Gobierno nacional, para oír las opiniones de todos los interesados. 

Por su parte, la representante Angélica Lozano manifestó que está de acuerdo con el espíritu de apoyar la construcción de vías terciarias con los recursos del SGR; no obstante, advirtió que podría existir una contradicción en el parágrafo 8°, teniendo en cuenta que éste se limita exclusivamente a vías terciarias, a diferencia del resto del articulado en el que se habla de implementación de los acuerdos en general. 

Manifestó igualmente que es importante determinar cuál es el valor de los proyectos que se encuentran en trámite de aprobación con los recursos del FCTI, con el fin de no afectarlos con el traslado de recursos. Sobre estos mismos recursos consideró que la creación de un OCAD para la paz puede ser la mejor opción, dado que los OCAD regionales se encuentran congestionados, pero es importante evaluar si la reglamentación del OCAD para la paz tardaría más que la descongestión de los OCAD regionales, para que la decisión final sea someter los recursos a las condiciones en que la ejecución tome el menor tiempo posible.  Por último, informó que apoya la posición del HR Harry González, en cuanto a permitir que algunas entidades comunitarias puedan ejecutar directamente los recursos. 

El HR Elbert Díaz Lozano, por su parte, manifestó que el monto de los recursos que se van a transferir del FCTI a la asignación para la paz debe ser un billón de pesos, de manera que se pueda asegurar el financiamiento de los proyectos de ciencia, tecnología e innovación que se encuentran en proceso de evaluación. Además, señaló que es necesario que la ejecución de los recursos transferidos se someta al OCAD para la paz, para asegurar que sea el Gobierno nacional quien lidere la debida ejecución de dichos recursos.

Por último, intervino nuevamente el Ministro de Hacienda y Crédito Público, informando que también considera pertinente realizar una audiencia para socializar el contenido del proyecto de Acto Legislativo.

El Ministro explicó que el 7% de la asignación para la paz que se propone es el resultado del cálculo de la disminución en 3 puntos porcentuales del ahorro pensional, con lo cual se garantiza que las entidades territoriales que aún no han cubierto su pasivo pensional siguen manteniendo su capacidad de generar ahorros para ese objetivo; los otros 4 puntos porcentuales serían descontados del Fondo de Ahorro y Estabilización.  Esta propuesta tuvo en cuenta que, incluso con la caída de precios del petróleo de los últimos dos años, se continuó ahorrando, lo que indica que el Sistema tiene un espacio amplio para invertir más y continuar ahorrando. En conclusión, el porcentaje de asignación para la inversión en la implementación del Acuerdo Final surge de los excesos de ahorro del sistema y no afecta ninguna de las asignaciones para inversión.

Con respecto a la propuesta de eliminación de los OCAD municipales, el Ministro informa que en el SGR existen unas asignaciones especiales para los municipios productores, las cuales obligatoriamente deben cumplir con el trámite del OCAD, teniendo en cuenta que uno de los principios rectores del actual sistema es que existan decisiones tripartitas. Considerando lo anterior, considera que sería una reforma de fondo que cambia uno de los principios que rigen el SGR, que será analizada con la información sobre los proyectos a financiar y los montos, y presentada a los Honorables Ponentes para su decisión. 

En cuanto al FCTI, concluyó que hay consenso sobre los ajustes para realizar convocatorias abiertas. Precisó que son los gobernadores quienes determinarían las necesidades que se pretenden resolver en las regiones mediante la ejecución de proyectos de ciencia y tecnología, y las convocatorias se realizarían para dar respuesta a dichas prioridades.

Sobre la propuesta de buscar un punto medio para la ejecución de los recursos acumulados en el FCTI, entre el OCAD para la paz y los OCAD regionales, el Ministro sugirió la posibilidad de explorar una alternativa: establecer que un monto determinado sea transferido a la asignación paz, para ser administrado por el OCAD especial para la paz, y determinar que el remante, es decir, medio billón, pueda ser sometido a los OCAD regionales, dependiendo de la voluntad de los gobernadores sobre la necesidad de invertir en infraestructura vial o en proyectos de ciencia, tecnología e innovación.

Con respecto a la solicitud de aumento del porcentaje de las asignaciones directas a las entidades productoras, manifestó que dicha propuesta conllevaría a la disminución de asignaciones a las entidades no productoras. Indicó además que muchas de las entidades productoras se van a ver beneficiadas por el 7% de la asignación para la paz, teniendo en cuenta los criterios de distribución que se proponen en el Acto Legislativo.

Por último, el presidente de la Comisión, HR Telésforo Pedraza, manifestó que se expedirá una resolución convocando la audiencia pública sugerida, para el día martes 2 de mayo a las 10:00 am en la ciudad de Bogotá D.C.

4- Audiencia Pública. Salón Boyacá del Honorable Congreso de la República. 2 de mayo de 2017

Se dio inicio a la audiencia exponiendo de forma general el contenido del proyecto de Acto Legislativo, resaltando la importancia de la propuesta del Gobierno en la modificación del Sistema General de Regalías y se invitó a los participantes a presentar sus opiniones y propuestas.

Intervino el HR Carlos Abraham Jiménez López proponiendo organizar la audiencia en tres puntos específicos según el contenido de la propuesta de Acto Legislativo: (i) el traslado de los recursos no usados en el FCTI para la asignación para la Paz, por una única vez, manifestando que ya se ha informado al Gobierno nacional que le dé un espacio a las universidades para definir el futuro de dicho Fondo, y que se debe acompañar a las universidades para la presentación de los proyectos para que su aprobación sea  más ágil. (ii) Las medidas que deben tomarse en las regiones para que las regalías se aprueben y ejecuten con más rapidez; y (iii) la posibilidad de incluir modificaciones al Fondo de Ahorro y Estabilización para aumentar los recursos a las entidades productoras de recursos naturales no renovables.

Intervino después el Ministro de Hacienda y Crédito Público explicando brevemente el contenido del proyecto de Acto Legislativo, reiterando que no se están afectando las asignaciones de inversión del sistema y que se buscan tres objetivos: 1) generar ingresos a las familias campesinas con la construcción de vías terciarias, 2) cumplimiento en la implementación en el Acuerdo Final y 3) generación de empleo.

Intervino posteriormente el señor Gilberto Toro de la Federación Nacional de Municipios, manifestando que la reforma constitucional debe incentivar la producción de recursos naturales no renovables, pues esta producción se ha convertido en una carga que las entidades productoras no compensan con las regalías directas que se le asignan en el SG. De otra parte, manifestó que los OCAD no han funcionado en el SGR para la ejecución de los recursos, por las dificultades en el diseño que se han expuesto a lo largo de este trámite. Igualmente estableció que es innecesario crear un OCAD específico para la paz sobre los recursos que se transfieran del FCTI y sugirió que dicha inversión se realizara directamente por las entidades territoriales aplicando el Sistema de Monitoreo y Control que tiene el DNP.

Por su parte, el señor Mauricio Alviar, rector de la Universidad de Antioquia, intervino manifestando que se requieren ajustes a la operación del FCTI y que la implementación del Acuerdo Final está asociada a la labor que realizan las universidades, pues éstas han contribuido con el 40% de las patentes nacionales. Sugirió destinar el 40% del 10% de la destinación a Ciencia Tecnología e Innovación al desarrollo de la investigación en Universidades Públicas. Por último, recalcó que el papel de las universidades es una contribución a la construcción de la paz del país.

Intervino igualmente el señor Gerardo Castrillón Artunduaga, Rector de la Universidad de Amazonía, quien sugirió incluir en el SGR un tratamiento especial para las entidades públicas de su departamento.

El alcalde de Castilla la Nueva – Meta, señor William Medina Caro, manifestó que los productores han sido afectados por el conflicto y por la reforma al SGR implementada en 2012. Manifestó igualmente, que la destinación de los rendimientos financieros a la paz afecta a las entidades territoriales productoras, por lo que propone incluir dentro de los criterios de priorización para inversión de recursos de la asignación para la paz, el ser una zona de explotación de recursos naturales no renovables. De otra parte, manifiesta que no considera conveniente la creación de un OCAD para la paz, pues es más conveniente recurrir a los OCAD existentes. Finalmente, sugiere la eliminación de los OCAD municipales, por el desgaste administrativo que supone su puesta en ejecución.

Alejandro Olaya Dávila, Subdirector de Colciencias, expuso las cifras del manejo de los proyectos de ciencia, tecnología e innovación que se ejecutan con el FCTI, expuso los problemas que actualmente impiden la debida ejecución de los recursos y propuso que se realicen mejoras en su ejecución, mejorando el sistema para que se pueda realizar efectivamente la financiación de proyectos.

Intervino luego el señor Jaime Restrepo Cuartas, rector de la Universidad de Santander, manifestando que es frustrante que los recursos de ciencia, tecnología e innovación tengan que destinarse a la financiación de vías terciarias. Así, solicitó utilizar dichos recursos específicamente en proyectos científicos agroindustriales o agropecuarios los cuales forman parte del modelo de ciencia, tecnología e innovación. Propuso igualmente mejorar el modelo de ejecución del FCTI para invertirlos en la finalidad de dicho fondo, y concluyó manifestando que no se puede aceptar que los recursos de ciencia, tecnología e innovación se terminen utilizando para una finalidad distinta.

El señor Edgar Varela, rector de la Universidad del Valle, manifestó no estar de acuerdo con la trasferencia de los recursos del FCTI para la financiación de vías terciarias y que se deben implementar mecanismos que agilicen los OCAD, especialmente en lo relacionado con el FCTI.

El señor Sergio Islardo Muñoz, ex secretario de planeación del Departamento de Santander, manifestó que no se puede perder de vista que las regalías son de los municipios y departamentos, y no del Gobierno Nacional, por lo tanto, no se puede utilizar para objetivos nacionales. Resaltó que se debe realizar una inversión en ciencia, tecnología, innovación y en educación. Igualmente manifestó que no sería pertinente transferir los recursos del FCTI para vías terciarias y sugirió realizar un desahorro del FAE para la inversión en la implementación del Acuerdo Final.

Por su parte, el señor Juan Lucas Restrepo, director de la Corporación Colombiana para la Investigación Agropecuaria, intervino exponiendo la naturaleza de la entidad, los recursos que la componen, la cobertura a nivel nacional, la cantidad de investigadores acreditados con los que cuenta la entidad, las publicaciones técnicas que ha tenido, el modelo de gestión en reconocimiento de redes, los recursos de regalías que se han destinado a proyectos agropecuarios. Asó, propuso que dicha entidad pudiera presentar los proyectos acordados previamente con las entidades territoriales de forma directa en los OCAD y poder realizar su propia secretaría técnica, cumpliendo con los acuerdos y lineamientos de evaluación que el mismo OCAD establezca. Igualmente propuso que las entidades públicas y privadas pudieran presentar a los OCAD proyectos para la financiación directa, ejerciendo su propia secretaría técnica con el cumplimiento de unos requisitos específicos. De otra parte, sugirió que el 8% de los recursos del presupuesto bianual lo ejecutara directamente Corpoica y recomendó destinar el 20% de los recursos del Fondo de Desarrollo Regional a proyectos de inversión para la prestación de servicios de extensión agropecuaria ejecutados a través de Planes Departamentales.

Intervino igualmente el señor Denys Chica Fuentes, Alcalde de San Antero - Córdoba, manifestando que se debe asignar mayores recursos del SGR a las entidades productoras, que son las afectadas por la extracción de los recursos naturales no renovables, especialmente por la contaminación ambiental.

Por su parte, el señor Juan Rivera, de la Asociación de Municipios Mineros Portuarios y Petroleros de Colombia, sugirió incluir en los criterios de distribución de los recursos de asignación para la paz, la productividad de recursos naturales no renovables, para compensar a los municipios productores. Igualmente sugirió hacer reformas a los OCAD municipales, teniendo en cuenta que en la actualidad son inoperantes.

Posteriormente intervino el señor Eduardo Posada de la Asociación Colombiana del Avance para la Ciencia, y sugirió mantener los recursos en el FCTI realizando los ajustes correspondientes para que se puedan ejecutar con mayor facilidad. 

La señora Elizabeth Lobo, Secretaria Departamental de Barrancabermeja, solicitó no realizar la transferencia de los recursos del FCTI para la inversión de vías terciarias, realizar ajustes en los OCAD para facilitar la ejecución de los recursos y realizar desahorro del FAE para la alimentación y transporte escolar.

Igualmente intervino el señor Enrique Forero, de la Academia Colombiana de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales (ACCEFYN), informando que en Colombia solo se invierte en tecnología e innovación el 0.2% del PIB, mientras que en países desarrollados la inversión supera el 2% del PIB. Señaló que en Colombia se requiere llegar por lo menos al 1% para poder siquiera compararse con países vecinos, por tanto, no considera pertinente realizar el traslado de los recursos de FCTI.

Intervino la señora Paola Gómez, Subsecretaria de Educación de Bogotá D.C. informando que el Distrito Capital requiere los recursos del FCTI para la financiación de proyectos en Ciencia, Tecnología e Innovación. Indicó que en la propuesta del Acto Legislativo no es clara la proporción en el traslado de los recursos del FCTI y manifestó que Bogotá no requiere inversión en vías terciarias, por tanto, se recomendó no trasladar los recursos del FCTI a la inversión para la implementación del Acuerdo Final.

El señor Cristobal Lozano, alcalde del municipio de Guamal – Meta, manifestó que el sector productivo no está recibiendo los recursos necesarios por concepto de regalías, y las entidades se están oponiendo a la explotación de los recursos naturales. Manifestó igualmente que no se considera pertinente la creación de un OCAD para la inversión de los recursos para la implementación del Acuerdo Final.

El HR Camilo Abril manifestó que, con las intervenciones realizadas hasta el momento, habían quedado plasmados los reparos y sugerencias a la propuesta de Gobierno. Señaló, no obstante, que es necesario considerar los límites que impone la conexidad con el Acuerdo de Paz, para determinar qué medidas pueden incluirse en esta iniciativa. En cuanto al tema de los OCAD, resaltó que a pesar de que es claro que hay problemas estructurales en su funcionamiento, debe hacerse una revisión detallada de los asuntos que pueden incluirse por este mecanismo. 
 
Por su parte el señor Didier Tavera, gobernador del departamento de Santander, manifestó su preocupación por la propuesta de la creación de un OCAD especial para la implementación del Acuerdo de Paz, pues en la actualidad ya existen órganos colegiados que se encuentran funcionando. Sugirió igualmente descongelar los recursos del FAE para invertirlos en la implementación del Acuerdo Final y no afectar los recursos del Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación.

El representante de Voces de Paz manifestó que los OCAD han sido organismos paquidérmicos para la ejecución de los recursos e indica que hay problemas graves de corrupción en el SGR. A su juicio la finalidad principal del proyecto debe ser impedir que intermediarios se queden con los recursos y asegurar la participación de las comunidades. 

Posteriormente, el HR Harry González intervino para dejar una constancia oportuna respecto de las dificultades que han tenido mucha regiones del país en materia de red terciaria; indicó que si bien el proyecto de Acto Legislativo tiene un propósito fundamental que es crear la asignación y el OCAD paz, lo cierto es que los recursos que se quieren liberar para ciencia y tecnología, con vigencia del año pasado, tienen objetivo fundamental financiar la red terciaria y la infraestructura vial del país.

Intervino igualmente el HR Jaime Buenahora Febres manifestando que los avances en el desarrollo de la ciencia, la tecnología y la innovación, debe ir de la mano con una política de sustitución de importación.

El HR Álvaro Hernán Prada indicó los motivos por los cuales está en contra del proyecto: (i) a su juicio, los recursos que se liberan se destinarán fundamentalmente a la politiquería; (ii) nadie desconoce la necesidad de mejorar las vías terciarias, pero esa necesidad surge por la falta de previsión y organización del Gobierno nacional; (iii) el  traslado de los recursos afecta los proyectos que se encontraban en proceso de aprobación, que  van a quedar desfinanciados; (iv) la propuesta tiene un espíritu eminente centralizador, que afecta los intereses de las entidades territoriales. 

Por último, intervino el Ministro de Hacienda y Crédito Público para realizar algunas claridades sobre el contenido del proyecto de Acto Legislativo. Indicó que el Gobierno nacional es consciente de la importancia en la inversión de ciencia, tecnología e innovación para el desarrollo del país, y en ese sentido no se busca eliminar ni disminuir el porcentaje de la destinación del SGR al FCTI; también informó que se encuentra en discusión una propuesta de artículo que permita solucionar los problemas que tiene el funcionamiento del FCTI. 

En cuanto a las variables de las zonas productoras de recursos naturales no renovables, el Ministro informó que con la aplicación de los criterios de distribución de la asignación para la paz se están beneficiando también las entidades productoras.

En cuanto a la propuesta de desahorro del FAE, el Ministro informó que en el presupuesto bianual 2017-2018 se realizó un desahorro de $2 billones, y que los recursos con que cuenta dicho fondo son fundamentales para la operación del sistema a futuro, por tanto, no se considera pertinente realizar un desahorro para la implementación del Acuerdo Final. 

En cuanto al traslado de los recursos del FCTI, el Ministro aclaró que la propuesta no vincula el traslado del 100% de los recursos a la asignación para la paz, para no desfinanciar los proyectos que se encuentran en proceso de aprobación.

Explicó adicionalmente que el OCAD para la paz no sería centralista, dado que vincula tres miembros del Gobierno nacional y cuatro miembros de los departamentos y municipios. 

Para terminar, el Ministro manifestó que, como reflexión de las intervenciones, se debe tener en cuenta que en las zonas donde hay vías, hay desarrollo y que los proyectos que se proponen con el Acto Legislativo ayudan a mejorar la productividad del país.




5- Reunión de ponentes - 02 de mayo de 2017.

Esta reunión tuvo lugar en las instalaciones del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, luego de la Audiencia Pública realizada en esta misma fecha en horas de la mañana.

La introducción la realizó el HR Telésforo Pedraza, quien propuso que luego de escuchar las inquietudes planteadas en la audiencia pública, se revise cada punto de lo contenido en el proyecto de Acto Legislativo, que en buena parte ya recoge varias de las intervenciones efectuadas.  

La Viceministra General de Hacienda y Crédito Público presentó el resumen de las propuestas resultantes de las reuniones de ponentes, que encuentran coincidencias y respuestas a las inquietudes manifestadas en la audiencia pública, e incluyó otros puntos adicionales resultantes de la Audiencia Pública.  Las propuestas se organizaron en grandes temáticas, así:

· Sobre la solicitud de identificar el monto y uso de los recursos de trasladados del FCTI: 

La Viceministra señaló que la modificación al parágrafo 8º del artículo 2 de la propuesta de Acto Legislativo deja explícito que estos recursos serán utilizados para infraestructura en transporte requeridos para la implementación del Acuerdo Final, como se había presentado en la reunión de ponentes anterior. Advirtió además que para hacer homogéneo y claro el monto a trasladar, y retomando la propuesta realizada por el Ministro en reunión anterior, se plantea entonces que se trasladará un monto equivalente al 60% del saldo de FCTI a la nueva asignación de la paz y sobre el 40% restante los gobernadores tendrán libertad de decidir su traslado al Fondo de Desarrollo Regional, para que bajo esa operación se decida su inversión en la infraestructura de transporte de impacto regional, en el marco de la implementación del acuerdo final. 

Los ponentes se encontraron de acuerdo con esta propuesta y el Ministro Mauricio Cardenas, manifestó que esto da respuesta a la discusión planteada sobre las necesidades de las gobernaciones y logra el consenso, según lo requerido. 

· Artículo propuesto para la reforma de la operación del FCTI: 

El HR Fernando de la Peña advirtió que es evidente la necesidad de reformar la operación del FCTI; sin embargo, manifestó que esto debería ser parte de un proyecto de ley diferente y no vía fast track.  

El Coordinador Ponente HR Carlos Abraham Jiménez, manifestó que esta reforma debe darse como respuesta al hecho del traslado de saldos originados por la ineficiencia en la operación del FCTI, que deja en evidencia, como además lo reiteró la comunidad científica y académica, la urgencia en el rediseño de la operación de dicho Fondo. De otra parte, el ponente manifestó que tiene una conexidad evidente con el punto 6 del acuerdo, que trata sobre la eficiencia en la administración pública, para el caso en la ejecución de los recursos. 

Frente a la propuesta de nuevo artículo manifestó que hay que revisar los procesos de acceso los recursos, cuando se trata de convocatorias públicas para la definición de los proyectos, máxime teniendo en cuenta que, en su operación, hay más pasos como los CODECTI, la evaluación de pares y el OCAD.  

La Viceministra de Hacienda y Crédito Público manifestó que se ha encontrado una conexidad directa con el acuerdo final, pues además de contribuir a la eficiencia en la administración de recursos, tiene como premisa que las regalías son una fuente de recursos para conseguir la paz. Indicó que la relación de conexidad resulta además de que es el propio Acuerdo el que señala de manera explícita que la inversión en CTeI es un componente importante para el desarrollo rural.  En este sentido, los recursos del SGR deben alinearse en su operación para convertirse en un instrumento efectivo de inversión en esta materia.  

El Subdirector de Colciencias amplió la explicación frente al mecanismo de aprobación de proyectos como resultado de las convocatorias, reiterando la importancia del principio de la selectividad y la competencia, ya que es de esta forma en que genera mayor innovación y calidad en los proyectos que se presenten, tal como lo demuestra la experiencia en el resto del mundo. En todo caso, serán los departamentos los que planteen las prioridades de la política de inversión y es en este nivel donde ya opera una institucionalidad en ciencia y tecnología, como son los CODECTI, que tienen capacidad y conocimiento para definir en consenso prioridades de inversión de sus recursos en su propio territorio. La convocatoria permitirá escoger la mejor propuesta que brinde solución a los problemas y necesidades planteadas en la región.   

El ponente HR Harry González manifestó su preocupación frente a la posibilidad de que sea un privado quien ejecuta los recursos, aunque recoge la posición de todos los ponentes y es que el ejecutor debe ser una entidad idónea. 

Durante esta discusión, hizo presencia el Director del Departamento de Planeación Nacional, el doctor Simón Gaviria, quien señaló que comparte la preocupación manifestada por los ponentes sobre dejar que cualquier entidad sea la ejecutora de los proyectos y que esto amerita un análisis.

Los ponentes concluyeron que es inconveniente llevar a nivel constitucional detalles como la calidad del ejecutor, que puede ser materia de regulación general, y que a este nivel normativo se debería simplemente señalar el mecanismo general de operación del OCAD del FCTI.

· Sobre la conformación del OCAD Paz: 

Para los ponentes, el artículo propuesto resuelve la participación que tendrán los congresistas en este OCAD.  No obstante, el HR Harry González reiteró que en la reglamentación que se expida para la operación de este OCAD, se establezca que los Congresistas que participen sean miembros de la Comisión Primera, quienes tienen dentro de sus competencias el tema de la paz.

Igualmente, señaló que las reglas generales para la selección de los miembros territoriales del OCAD Paz es un tema de regulación de la Comisión Rectora, pero que en dicha reglamentación debe quedar señalado que los Gobernadores deben pertenecer a la mesa interinstitucional de posconflicto y que los congresistas que hagan parte del mismo OCAD deben pertenecer a la comisión primera. Así mismo, indicó que los Gobernadores que deben participar son los que pertenecen a la mesa de posconflicto. 

· Eliminar los OCAD Municipales 

El HR Carlos Abrahán Jiménez reiteró la propuesta de eliminar los OCAD de los municipios de 4, 5 y 6 categoría, dado el desgaste institucional que supone su puesta en marcha. Indicó a manera de ejemplo que hay alcaldes con dos millones de pesos de asignación conformando OCAD para aprobar proyectos.

El Director del Departamento Nacional de Planeación manifestó al respecto que el DNP hace un indicador frente a las capacidades de cada municipio de Colombia para la estructuración de proyectos, y el 52% de los municipios tiene serios problemas en la medición. Por otra parte, manifestó que hay una serie de OCAD con asignaciones de menos de 150 millones de pesos, a los cuales le cuesta más hacerles seguimiento a los proyectos, que lo que éstos cuestan.   

Concluye que el desgaste para el Gobierno no debe hacerse en la verificación de requisitos y que su atención debe centrarse en el acompañamiento para mejorar la estructuración de proyectos. Señala entonces que existe un universo de proyectos, que garantizan calidad en la ejecución y en formulación. En ese sentido, señaló que se puede pensar no en acabar con los OCAD, sino en medidas como la de aprobar automáticamente estos proyectos tipo, porque son con los diseños y pliegos preestablecidos con los Ministerios sectoriales. 

· Criterios de distribución de la asignación paz con elementos diferenciadores para los productores. 

Los ponentes manifestaron que, desde la entrada en operación del Sistema General de Regalías, las entidades territoriales donde se explotan recursos naturales no renovables han evidenciado una disminución en los recursos que reciben a título de regalía. A pesar de los esfuerzos del Gobierno nacional y del Congreso de la República por buscar alternativas que permitan disminuir el impacto del cambio -como el incentivo a la producción que se ha entregado en los últimos dos presupuestos bienales- las entidades territoriales productoras han requerido al Congreso de la República una modificación que signifique un elemento diferenciador entre las productoras y no productoras y que, por lo tanto, conlleve a un verdadero estímulo a la producción. 

Actualmente, en los territorios de las entidades productoras se han incrementado los conflictos sociales y las autoridades locales se han visto imposibilitados para mitigarlos, debido a que no cuentan con elementos suficientes para evidenciar frente a las comunidades los beneficios que traería la industria para las regiones. Los representantes de estos municipios consideran, y así fue como lo manifestaron en la audiencia pública del 2 de mayo, que se requieren mayores recursos para afrontar esta situación, y así reafirmar la importancia de las industrias minera y de hidrocarburos para el desarrollo de las regiones.

Reconociendo la situación que viven actualmente las entidades territoriales productoras de minerales e hidrocarburos, con el ánimo de incentivar la producción de estos recursos para mantener el flujo de recursos del Sistema General de Regalías, y que así también se mantengan a mediano y largo plazo los recursos para financiar el Acuerdo Final, las propuestas de las entidades productoras, con el fin de dar solución a la problemática planteada por las autoridades locales, se señalan a continuación:

La primera, consiste en incluir como criterio de distribución de los recursos de la asignación para la paz, la producción de recursos naturales no renovables en los territorios. El HR Carlos Abraham Jiménez sostuvo que es necesario crear mecanismos diferenciadores que alienten la producción en los territorios. Esta propuesta no se descarta del todo y se pretende estudiar para debates posteriores, con especial atención a la conexidad con el Acuerdo.  

A propósito de lo anterior, el Subdirector del DNP planteó que en un primer ejercicio de distribución que tiene en cuenta los criterios establecidos en el acuerdo final, resultan beneficiarios más del 50% de los municipios productores, pues en la mayoría de casos, hay una coincidencia entre la dinámica que conlleva ser un municipio productor con la aparición del conflicto armado. Los ponentes y el Gobierno acuerdan revisar este punto con más detalle para las etapas posteriores del trámite legislativo. 

La segunda propuesta, se centra en que los rendimientos financieros del SGR, que siempre han sido un instrumento para compensar a las entidades productoras a través de asignación de mayores recursos como es el incentivo a la producción, mantengan esta vocación.

Frente a ello, la Viceministra de Hacienda y Crédito Público señaló que se podría proponer que no se destinaran todos los rendimientos financieros del SGR a la Asignación para la Paz, sino que se mantenga una porción de los mismos para que en el marco de los presupuestos bienales se pueda mantener mecanismos tales como el incentivo a la producción, que en la actualidad ha sido determinante para dar respuesta a las necesidades de las poblaciones y estimular la producción de recursos naturales no renovables en los territorios.  En ese sentido, propuso que únicamente el 80% de los rendimientos se destine a la asignación para la paz, tendiendo en consideración que aproximadamente un 20% de los Rendimientos Financieros del SGR se destinaron al incentivo en el bienio 2017-2018.

Por su parte, la Viceministra de Energía, Rutty Paola Ortíz, destacó la importancia de que se abra la discusión para permitir que las entidades territoriales productoras cuenten con más recursos. En su intervención, la Viceministra reconoció que las entidades territoriales productoras han sido más vulnerables al conflicto armado y, por lo tanto, se requieren recursos que compensen el daño causado históricamente en estos territorios. También identificó la importancia de mantener el incentivo a la producción, lo cual entrega a las autoridades locales herramientas que evidencien los beneficios de la explotación y permite una llegada más amigable de la industria al territorio.

3. JUSTIFICACIONES AL PLIEGO DE MODIFICACIONES

Producto de las discusiones y comentarios realizados en las reuniones sostenidas, se concluye que la propuesta de Acto Legislativo radicada por el Gobierno nacional contribuye a aumentar el nivel de inversión del Sistema General de Regalías para la implementación del Acuerdo Final, a focalizar estas inversiones en los territorios más afectados por el conflicto y a atender las necesidades más urgentes del posconflicto. 

No obstante lo anterior, se considera que para cumplir a cabalidad con el punto 6.1.2. del Acuerdo, mediante el cual se establece el SGR como fuente de financiamiento para la construcción de una paz estable y duradera es necesario introducir modificaciones sustanciales a la forma en que opera dicho sistema. Debe recordarte que el Punto 6.1.2. del Acuerdo final precisa que: “(…) Los recursos de regalías serán una fuente más de las diferentes fuentes para la implementación del Acuerdo en los territorios, para que estos proyectos fortalezcan el desarrollo de sus municipios y departamentos.”

De otra parte, el Acuerdo también incluye en el punto 6 como uno de los principios generales para su implementación, la eficacia, eficiencia e idoneidad … “para lo cual se optimizarán tiempos y recursos asociados a la implementación mediante mecanismos especiales y de gestión pública eficiente, reducción de trámites, y la simplificación de instancias, procesos e instrumentos. Se garantizará que los servidores públicos responsables del Gobierno en la implementación de los planes y programas sean idóneos y cumplan con las calidades técnicas y meritocráticas pertinentes.”           

Lo anterior pone de presente que el Acuerdo Final exige no solo liberar recursos de regalías para la implementación de lo acordado, sino hacer los ajustes normativos e institucionales necesarios para mejorar la ejecución de los recursos del SGR. A la luz de lo anterior, se acuerda incluir algunas modificaciones al articulado para que los ajustes al SGR, además de asignar recursos adicionales para la paz, contribuyan a superar los problemas en la operación y ejecución que impiden que los recursos del Sistema General de Regalías realmente impacten en el desarrollo territorial y la construcción de paz.

De manera complementaria, y dada la urgencia de avanzar en la implementación efectiva de los Acuerdos, también se proponen algunas modificaciones al articulado para que lo dispuesto en el mismo sea puesto en marcha con la mayor agilidad posible.   

Dichas modificaciones encuentran su justificación específica en las consideraciones que se exponen a continuación para cada artículo a modificar o a incluir:


MODIFICACIONES EN ARTÍCULO 2 DEL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO

1. Modificaciones al Parágrafo 7° transitorio: 

1.1 Se modificó la redacción incluyendo en el primer inciso la frase “una Asignación para la Paz que tendrá como objeto”; igualmente, se modificó el inciso tercero, eliminando la referencia “del primero inciso del presente parágrafo” e incluyendo la frase “para la paz.”.

Esta modificación se considera necesaria para dar claridad sobre la asignación temporal que se está creando, simplificar el texto y dar coherencia a todo el articulado. Con el parágrafo propuesto se pretende crear una asignación de carácter temporal para contribuir a la financiación de la implementación del Acuerdo Final. La redacción inicial especificaba el objetivo de los recursos, mas no definía propiamente la nueva asignación, por lo que, para mayor claridad, resulta necesario hacer referencia a la “Asignación para la Paz”. 

Se precisa así mismo que los recursos que se destinan al Fondo de Ahorro y Estabilización son los que resulten luego de restar de los ingresos totales, la destinación de todos los fondos y asignaciones, incluida la nueva asignación para la paz, pero sin considerar los rendimientos financieros. 

1.2 Se adicionó un inciso que establece: “Asistirán a este Órgano Colegiado de Administración y Decisión, en calidad de invitados permanentes con voz y sin voto, dos Senadores y dos Representantes a la Cámara.”

Este inciso tiene como objeto asegurar la participación y aportes del poder legislativo en la determinación de los proyectos que se financiarán con recursos del SGR para la implementación del Acuerdo Final, sin incidir en el sistema de votación para la aprobación de los proyectos. Dicha participación se asemeja a la que tiene actualmente el poder legislativo en la Comisión Rectora del SGR, la cual ha operado de manera exitosa desde su creación.

1.3 Se modificó la redacción del último inciso, así: “Para cumplir con lo dispuesto en el presente parágrafo transitorio, el Gobierno nacional, mediante decreto con fuerza de ley, realizará los ajustes necesarios en el presupuesto del bienio 2017-2018 y adoptará las medidas requeridas para que entre en operación este Órgano Colegiado de Administración y Decisión” 

En la Ley 1530 de 2012 se definen los pasos y competencias del ciclo de proyectos para cada Fondo o asignación del SGR, tales como los sujetos legitimados para la formulación y presentación de los proyectos de inversión, las características y lineamientos generales que deben observar los proyectos de inversión susceptibles de ser financiados con el SGR, las instancias responsables para la verificación de requisitos, entre otros.  Por tanto, para que el OCAD Paz inicie su operación, es necesario ajustar algunas de las disposiciones de la Ley 1530 de 2012, para incluir las reglas y competencias generales aplicables a esta nueva asignación, que se requieren para la aprobación y la ejecución de los proyectos de inversión respectivos. 

Es preciso indicar que la disposición de otorgar al Gobierno nacional la facultad de reglamentación para la operación del OCAD, no se puede considerar como una extensión temporal de las facultades presidenciales otorgadas mediante el artículo 2 del Acto Legislativo 01 de 2016, por las siguientes razones:

a) La Constitución ha delegado, en reiteradas oportunidades, las facultades de reglamentación de su contenido al Gobierno nacional por medio de Decretos con fuerza de ley –conocidos en la doctrina como decretos autónomos-. Por tanto, es una ruta normal del constituyente para no someter la reglamentación al procedimiento legislativo. 
b) La facultad de reglamentación propuesta está orientada únicamente a garantizar la operación inmediata del OCAD para inversiones específicas del Acuerdo de Paz.

1.4 Se modificó el segundo inciso así: “Igual destinación tendrá el 80% de los ingresos que por rendimientos financieros genere el Sistema General de Regalías en estos años, con excepción de los generados por las asignaciones directas de que trata el inciso segundo del presente artículo”

Se propone destinar una parte de los rendimientos financieros del SGR a las inversiones de los Acuerdos de Paz, con el fin de mantener como parte de la definición del presupuesto bienal del SGR la posibilidad de asignar recursos para mecanismos tales como el incentivo de la producción, que atiende problemáticas específicas al cumplimiento de los objetivos del SGR.


2. Modificaciones al Parágrafo 8° transitorio: 

2.1 Se modificó en inciso primero fijando el traslado inicial del 60% de los recursos de cada departamento en el Fondo de Ciencia y Tecnología que al 31 de diciembre de 2016 no hayan sido destinados al financiamiento de proyectos de inversión. Adicionalmente se incluyó un inciso que dispone sobre el 40% restante, ordenando el traslado al Fondo de Desarrollo Regional para inversión igualmente en infraestructura de transporte para la implementación del Acuerdo Final, siempre y cuando los respectivos departamentos así lo informen al Gobierno nacional para que realice los ajustes presupuestales a que haya lugar.

La modificación reconoce la importancia del desarrollo de proyectos de ciencia, tecnología e innovación para la implementación del Acuerdo Final, soslayando el riesgo de que el traslado inmediato del total de los recursos del FCTI afecte la financiación de proyectos que se encuentren en proceso de evaluación.

Teniendo en cuenta lo anterior, se incluye la modificación con dos fines específicos: el primero, para fijar desde la Constitución las reglas claras de traslado de los recursos para la inversión en infraestructura de transporte para la implementación del Acuerdo Final, y segundo, para permitir que los departamentos determinen si el remanente del FCTI lo requieren para la financiación de proyectos de inversión en ciencia, tecnología e innovación o si lo destinarán igualmente a la infraestructura de transporte para la implementación del Acuerdo Final. 

2.2 Se eliminó del inciso primero del parágrafo la frase “a la asignación para la implementación del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera de que trata el inciso primero del parágrafo 7° transitorio el presente artículo” y se incluyó en el inciso segundo la frase “ y se destinarán a la financiación de proyectos de inversión en infraestructura de transporte requerida para la implementación del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera”; igualmente se eliminó del inciso segundo la frase “Los proyectos de inversión a ser financiados con estos recursos será”.

Esta modificación tiene el objetivo de establecer una destinación de inversión específica de los recursos que se transferirán del FCTI a la asignación para la paz, toda vez que estos recursos son los que deben, en el muy corto plazo, materializarse en proyectos de inversión que permitan generar confianza en las poblaciones y zonas más afectadas por el conflicto armado, y prevenir riesgos de retorno a situaciones de violencia.  A la vez, las primeras inversiones deben ser estratégicas, en el sentido de generar un efecto positivo y multiplicador de las demás inversiones y esfuerzos necesarios para la construcción de Paz.

El Acuerdo Final establece como retos para lograr una paz estable y duradera, lograr una integración regional y acceso a los servicios sociales y a los mercados; así, se estableció en el numeral de infraestructura vial (1.3.1.1) que con ese objetivo el Gobierno nacional se encuentra en la obligación de crear e implementar un Plan Nacional de Vías Terciarias. En este mismo sentido, dentro de los componentes de los planes integrales de sustitución (4.1.3.6), se encuentran las obras de infraestructura social de ejecución rápida, dentro de la que se enmarca, entre otras, la definición de planes de infraestructura para vías terciarias.

Así, las inversiones en infraestructura de transporte reúnen los objetivos y retos que fueron definidos en el Acuerdo Final. Es importante precisar que, si bien una buena parte de la inversión en infraestructura de transporte requerida en los municipios más afectados por el conflicto corresponderá a la construcción o mejoramiento de vías terciarias, es igualmente cierto que en algunos de estos territorios es necesario contemplar infraestructura de transporte de otros modos, como el fluvial.  A la vez, algunas regiones requerirán intervenir vías secundarias que permitan la adecuada conexión de las áreas rurales de los municipios con el centro urbano. 

Con la propuesta de modificación se asegura que no se limite la destinación de la inversión de dichos recursos, brindado una visión completa sobre la infraestructura en transporte que se requiere para la implementación del Acuerdo Final.


ARTÍCULO NUEVO PROPUESTO

Parágrafo nuevo: En las reuniones realizadas, se llegó a la conclusión, con el Gobierno nacional y los representantes de la comunidad académica y científica, que la propuesta de dar traslado de los recursos del FCTI que no se encuentren aprobados a las inversiones para la implementación del Acuerdo Final, necesariamente conlleva la necesidad de abordar y solucionar las razones de fondo por las cuales estos recursos no se están dirigiendo a los fines para los cuales los previó la Constitución Política.

Con este nuevo parágrafo, se pretende ir más allá de hacer uso de los recursos acumulados en las inversiones inmediatas para la implementación del Acuerdo Final, y establecer medidas para que los recursos del SGR a futuro contribuyan de manera oportuna a financiar proyectos en ciencia, tecnología e innovación, incluyendo aquellos relacionados en el Acuerdo Final en esta materia.  
  
Por tanto, la adición de la nueva norma soluciona los inconvenientes identificados en la ejecución de los recursos del FCTI. Los problemas que esta propuesta resuelve se refieren a lo que ha implicado para el sistema la carencia de un proceso objetivo que permita seleccionar de manera competitiva los proyectos que se pretenden financiar y las dificultades en la capacidad técnica de las entidades que formulan y presentan los proyectos. 

Así, se establece un sistema competitivo para la selección de la mejor propuesta que solucione los problemas de las regiones, vía un sistema de selección que dota al proyecto de una mayor calidad en los términos de ciencia y tecnología, así: 

“Parágrafo 5°. Los programas y/o proyectos de inversión que se financiarán con los recursos del Fondo de Ciencia, Tecnología e innovación, serán definidos por el respectivo Órgano Colegiado de Administración y Decisión, a través de convocatorias públicas abiertas y competitivas, articuladas con los correspondientes planes de desarrollo. 

Lo establecido en el presente parágrafo regirá desde la expedición de la respectiva reglamentación”


CONEXIDAD DEL ARTÍCULO NUEVO PROPUESTO


A juicio de los ponentes esta modificación guarda unidad de materia y tiene conexidad con el Acuerdo Final por dos vías. En primer lugar, porque son precisamente las dificultades en la operatividad del Fondo las que han generado la acumulación de recursos; si esos problemas no se solucionan de manera estructural, los recursos no podrán ejecutarse y seguirán persistiendo saldos no destinados a su finalidad constitucional.

En este sentido, es importante señalar que la eficiencia del gasto público es un aspecto esencial de la política fiscal, y un elemento indispensable para alcanzar los objetivos de desarrollo económico, social e institucional de cualquier país, en contribución a la aceleración del crecimiento, la reducción de la pobreza y el fortalecimiento de la legitimidad de cualquier estado. Por cuanto no puede predicarse eficiencia de aquellos recursos atrapados en las arcas del estado debido a las debilidades estructurales de los métodos de su inversión.

Por otro lado, resulta indispensable fortalecer la CTI en el marco del posconflicto, teniendo en cuenta la exigencia de inversión que requiere la implementación del Acuerdo Final – punto 1 “Hacia un nuevo campesino”, como se transcribe a continuación:


“Principios

En la implementación de lo acordado en el punto “Hacia un Nuevo campo Colombiano: Reforma Rural Integral” se tendrán en cuenta los siguientes principios: 
(…)

Integralidad: asegura la productividad, mediante programas que acompañen el acceso efectivo a la tierra, con innovación, ciencia y tecnología, asistencia técnica, crédito, riego y comercialización y con otros medios de producción que permitan agregar valor. También asegura oportunidades de buen vivir que se derivan del acceso a bienes públicos como salud, vivienda, educación, infraestructura y conectividad y de medidas para garantizar una alimentación sana, adecuada y sostenible para toda la población.” 
(…)

“1.3.1.2. Infraestructura de riego: con el propósito de impulsar la producción agrícola familiar y la economía campesina en general, garantizando el acceso democrático y ambientalmente sostenible al agua, el Gobierno Nacional creará e implementará el Plan Nacional de Riego y Drenaje para la economía campesina, familiar y comunitaria. Para el desarrollo del Plan se tendrán en cuenta los siguientes criterios:

· La promoción y aplicación de soluciones tecnológicas apropiadas de riego y drenaje para la economía campesina, familiar y comunitaria, de acuerdo con las particularidades de las zonas, del proyecto productivo y de las comunidades.”
(…)

“1.3.2.2. Educación rural: con el propósito de brindar atención integral a la primera infancia, garantizar la cobertura, la calidad y la pertinencia de la educación y erradicar el analfabetismo en las áreas rurales, así como promover la permanencia productiva de los y las jóvenes en el campo, y acercar las instituciones académicas regionales a la construcción del desarrollo rural, el Gobierno Nacional creará e implementará el Plan Especial de Educación Rural. 

Para el desarrollo del Plan se tendrán en cuenta los siguientes criterios:

(…)
· El fortalecimiento y la promoción de la investigación, la innovación y el desarrollo científico y tecnológico para el sector agropecuario, en áreas como agroecología, biotecnología, suelos, etc.

· Incremento progresivo de los cupos técnicos, tecnológicos y universitarios en las zonas rurales, con acceso equitativo para hombres y mujeres, incluyendo personas en condición de discapacidad. Se tomarán medidas especiales para incentivar el acceso y permanencia de las mujeres rurales. “

(…)

“1.3.2.3. Vivienda y agua potable: con el propósito de garantizar condiciones de vida digna a 
las personas que habitan en el campo, el Gobierno Nacional creará e implementará el Plan Nacional de construcción y mejoramiento de la vivienda social rural. Para el desarrollo del Plan se tendrán en cuenta los siguientes criterios:

La promoción y aplicación de soluciones tecnológicas apropiadas (acueductos veredales y soluciones individuales) para garantizar el acceso al agua potable y el manejo de aguas residuales.

(…)
1.3.3.2. Asistencia técnica: con el propósito de fortalecer las capacidades productivas de la economía campesina, familiar y comunitaria para desarrollar sus proyectos productivos y estimular procesos de innovación tecnológica, el Gobierno Nacional diseñará e implementará un Plan Nacional de asistencia integral técnica, tecnológica y de impulso a la investigación. Para el desarrollo del Plan se tendrán en cuenta los siguientes criterios:

· “La garantía de la provisión del servicio de asistencia integral, técnica y tecnológica (avances en los aspectos técnico productivos, organizativos y sociales, de gestión, administración, informática, finanzas, mercadeo y capacitación) a la producción de la economía campesina, familiar y comunitaria, de manera descentralizada. La asistencia integral técnica y tecnológica es un servicio público gratuito para los beneficiarios y beneficiarias del Fondo de Tierras y para los pequeños productores y productoras, priorizando a mujeres cabeza de familia, y contará con un subsidio progresivo para los medianos productores y productoras.

· (…)

· La vinculación de la asistencia técnica y tecnológica con los resultados de procesos de investigación e innovación agropecuaria, incluyendo el uso de las tecnologías de la comunicación y la información.” 


Sumado a lo anterior, el numeral 6.1.2 del Acuerdo Final estableció que el SGR sería una de las fuentes para el financiamiento de la implementación de los acuerdos, y que en ese sentido se debían promover mecanismos y medidas necesarias que aseguraran la efectiva contribución. De manera que la propuesta del nuevo artículo, se encuentra alineada a los retos y objetivos planteados en el Acuerdo Final, al adoptar medidas para corregir el funcionamiento del FCTI, que sería fuente fundamental para la implementación de los acuerdos, especialmente en los asuntos relacionados con la ciencia, tecnología e innovación conforme a los numerales transcritos.

En consecuencia, se considera que los recursos que se generen en el futuro por concepto de regalías en el FCTI y el cumplimiento efectivo de los fines para los que fue creado, serían de vital importancia para el cumplimiento de los retos establecidos en el Acuerdo Final, por lo tanto, resulta necesario implementar los ajustes que permitan 1) superar el mal funcionamiento del fondo y 2) asegurar el efectivo financiamiento de proyectos de ciencia, tecnología e innovación.

Así, la propuesta para mejorar el funcionamiento operativo del FCTI, guarda una estrecha relación de conexidad con el Acuerdo Final, y por tanto no cabe duda de que los ajustes se deben realizar mediante el procedimiento legislativo especial para la paz, junto con las demás disposiciones del Proyecto de Acto Legislativo que nos ocupa.

En conclusión: permitir la destinación de recursos del FCTI a la implementación de la paz, sin resolver las dificultades que han dado lugar a esa acumulación de saldos es perpetuar la dificultad que hasta ahora se ha identificado y mantener las condiciones que han hecho inviable la financiación estos proyectos, por lo que se requiere implementar el instrumento aquí señalado.


4. PLIEGO DE MODIFICACIONES

Con base en lo expuesto anteriormente se realizaron las siguientes modificaciones a la propuesta del articulado propuesto por el Gobierno nacional.

En conclusión, se realizaron las siguientes modificaciones al articulado:

Artículo 2°. Adiciónense los siguientes parágrafos transitorios al artículo 361 de la Constitución Política:

Parágrafo 7º Transitorio. Durante los veinte (20) años siguientes a la entrada en vigencia del presente Acto Legislativo, un 7% de los ingresos del Sistema General de Regalías se destinarán a una asignación para la Paz que tendrá como objeto financiar proyectos de inversión para la implementación del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, incluyendo la financiación de proyectos de inversión destinados a la reparación integral a las víctimas.  

Igual destinación tendrán el 80% de los ingresos que por rendimientos financieros genere el Sistema General de Regalías en estos años, con excepción de los generados por las asignaciones directas de que trata el inciso segundo del presente artículo. 

Durante este periodo, la asignación para ahorro pensional territorial será del 7% de los ingresos del Sistema General de Regalías. La diferencia entre el total de los ingresos del Sistema General de Regalías y los recursos destinados al ahorro pensional territorial, al Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación, al Fondo de Desarrollo Regional, al Fondo de Compensación Regional, a las asignaciones directas a las que se refiere el inciso segundo del presente artículo y a la asignación del primero inciso del presente parágrafo para la Paz a la que se refiere el inciso 1° del presente parágrafo, se destinará al Fondo de Ahorro y Estabilización.

Los recursos a los que se refieren los incisos 1° y 2° de este parágrafo, se distribuirán entre entidades territoriales con base en criterios de nivel de pobreza rural, grado de afectación derivado del conflicto armado, debilidad institucional, y existencia de economías ilegales.

Los proyectos de inversión a ser financiados con los recursos a los que se refieren los incisos 1º y 2º de este parágrafo, serán definidos por un Órgano Colegiado de Administración y Decisión, en el cual tendrán asiento el Gobierno nacional, representado por el Ministro de Hacienda y Crédito Público o su delegado, un (1) representante del organismo nacional de planeación, y un (1) representante del Presidente de la República, quien ejercerá la Secretaría Técnica; el Gobierno departamental representado por dos (2) Gobernadores y el Gobierno municipal, representado por dos (2) alcaldes.

Asistirán a este Órgano Colegiado de Administración y Decisión, en calidad de invitados permanentes con voz y sin voto, dos Senadores y dos Representantes a la Cámara.

Para cumplir con lo dispuesto en el presente parágrafo transitorio, el Gobierno nacional, mediante decreto con fuerza de ley, hará los ajustes necesarios en el presupuesto del bienio 2017-2018 y adoptará las medidas requeridas para que entre en operación este Órgano Colegiado de Administración y Decisión mediante un decreto con fuerza de ley.”


“Parágrafo 8º Transitorio. El Gobierno nacional, mediante decreto con fuerza de ley, por una sola vez, dará traslado de una parte trasladará a la Asignación para la Paz el 60% de los recursos de cada departamento en del Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación que al 31 de diciembre de 2016 no hayan sido destinados destinada a la financiación de proyectos de inversión por el Órgano Colegiado de Administración y Decisión del Fondo, a la asignación para la implementación del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera de que trata el inciso primero del parágrafo 7° transitorio del presente artículo

Los recursos objeto del traslado mantendrán la misma distribución entre departamentos y el Distrito Capital que tenían en el Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación. y se destinarán a la financiación de proyectos de inversión en infraestructura de transporte requerida para la implementación del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, Los proyectos de inversión a ser financiados con estos recursos serán definidos por el Órgano Colegiado de Administración y Decisión de que trata el Parágrafo 7º transitorio del presente artículo”

Los departamentos podrán autorizar el traslado de hasta el 40% restante de los recursos de que trata el primer inciso del presente parágrafo, al Fondo de Desarrollo Regional, únicamente para ser destinados a proyectos de inversión en infraestructura de transporte requerida para la implementación del Acuerdo final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera. En estos casos, los departamentos deberán informar al Gobierno nacional el monto a ser trasladado, dentro del mes siguiente a la entrada en vigencia del presente Acto legislativo, para que éste realice los ajustes presupuestales a los que haya lugar.”


Artículo nuevo. Adiciónese el siguiente parágrafo al artículo 361 de la Constitución Política:

“Parágrafo 5°. Los programas o proyectos de inversión que se financiarán con los recursos del Fondo de Ciencia, Tecnología e innovación, serán definidos por el respectivo Órgano Colegiado de Administración y Decisión, a través de convocatorias públicas abiertas y competitivas, articuladas con los correspondientes planes de desarrollo. 

Lo establecido en el presente parágrafo regirá desde la expedición de la respectiva reglamentación.


PROPOSICIÓN

Por lo anteriormente expuesto, y por cumplir el proyecto de ley con los requisitos constitucionales, los ponentes nos permitimos proponer:

Dese primer debate al proyecto de Acto Legislativo 10/2017 (Cámara) “Por el cual se adiciona el artículo 361 de la Constitución Política de Colombia”,

De los Honorables Representantes, 


Comisión I Cámara

Coordinadores


JUAN CARLOS GARCÍA GÓMEZ			CARLOS ABRAHAM JIMÉNEZ LÓPEZ
Representante a la Cámara				Representante a la Cámara



ELBERT DÍAZ LOZANO				MIGUEL ÁNGEL PINTO HERNÁNDEZ
Representante a la Cámara				Representante a la Cámara


Ponentes



OSCAR FERNANDO BRAVO REALPE			HARRY GIOVANNY GONZÁLEZ GARCÍA
Representante a la Cámara				Representante a la Cámara




FERNANDO DE LA PEÑA MÁRQUEZ			CARLOS EDWARD OSORIO AGUIAR
Representante a la Cámara				Representante a la Cámara



ANGÉLICA LISBETH LOZANO CORREA		CARLOS GERMÁN NAVAS TALERO
Representante a la Cámara				Representante a la Cámara



SANTIAGO VALENCIA GONZÁLEZ			
[bookmark: _Toc468633397]Representante a la Cámara				










TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 10/2017 CÁMARA 



PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO N°___________ 
“POR EL CUAL SE ADICIONA EL ARTÍCULO 361 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA”




ACTO LEGISLATIVO _____ DE 2017

Por el cual se adiciona el artículo 361 de la Constitución Política

EL CONGRESO DE COLOMBIA

en virtud del
Procedimiento Legislativo Especial para la Paz

DECRETA


Artículo 1°. Adiciónese el siguiente parágrafo al artículo 361 de la Constitución Política:

“Parágrafo 4°. Cuando una entidad territorial que recibe recursos del Sistema General de Regalías para el ahorro pensional territorial cubra sus pasivos pensionales, destinará los recursos provenientes de esta fuente a la financiación de proyectos de inversión. Durante los veinte (20) años siguientes a la entrada en vigencia del presente Acto Legislativo, estos proyectos deberán tener como objeto la implementación del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto Armado y la Construcción de una Paz Estable y Duradera.

Las entidades territoriales que a la fecha de entrada en vigencia del presente acto legislativo cuenten con recursos de ahorro pensional provenientes del Sistema General de Regalías, que sobrepasen el cubrimiento requerido de sus pasivos pensionales, los destinarán igualmente a la financiación de proyectos de inversión en los términos señalados en el inciso anterior.
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Artículo 2°. Adiciónense los siguientes parágrafos transitorios al artículo 361 de la Constitución Política:


“Parágrafo 7º Transitorio. Durante los veinte (20) años siguientes a la entrada en vigencia del presente Acto Legislativo, un 7% de los ingresos del Sistema General de Regalías se destinarán a una asignación para la Paz que tendrá como objeto financiar proyectos de inversión para la implementación del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, incluyendo la financiación de proyectos de inversión destinados a la reparación integral a las víctimas.  

Igual destinación tendrá el 80% de los ingresos que por rendimientos financieros genere el Sistema General de Regalías en estos años, con excepción de los generados por las asignaciones directas de que trata el inciso segundo del presente artículo.

Durante este periodo, la asignación para ahorro pensional territorial será del 7% de los ingresos del Sistema General de Regalías. La diferencia entre el total de los ingresos del Sistema General de Regalías y los recursos destinados al ahorro pensional territorial, al Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación, al Fondo de Desarrollo Regional, al Fondo de Compensación Regional, a las asignaciones directas a las que se refiere el inciso segundo del presente artículo y a la Asignación para la Paz a la que se refiere el inciso 1° del presente parágrafo, se destinará al Fondo de Ahorro y Estabilización.

Los recursos a los que se refieren los incisos 1° y 2° de este parágrafo, se distribuirán entre entidades territoriales con base en criterios de nivel de pobreza rural, grado de afectación derivado del conflicto armado, debilidad institucional, y existencia de economías ilegales.

Los proyectos de inversión a ser financiados con los recursos a los que se refieren los incisos 1º y 2º de este parágrafo, serán definidos por un Órgano Colegiado de Administración y Decisión, en el cual tendrán asiento el Gobierno nacional, representado por el Ministro de Hacienda y Crédito Público o su delegado, un (1) representante del organismo nacional de planeación, y un (1) representante del Presidente de la República, quien ejercerá la Secretaría Técnica; el Gobierno departamental representado por dos (2) Gobernadores y el Gobierno municipal, representado por dos (2) alcaldes.

Asistirán a este Órgano Colegiado de Administración y Decisión, en calidad de invitados permanentes con voz y sin voto, dos Senadores y dos Representantes a la Cámara.

Para cumplir con lo dispuesto en el presente parágrafo transitorio, el Gobierno nacional, mediante decreto con fuerza de ley, hará los ajustes necesarios en el presupuesto del bienio 2017-2018 y adoptará las medidas requeridas para que entre en operación este Órgano Colegiado de Administración y Decisión”

“Parágrafo 8º Transitorio. El Gobierno nacional, mediante decreto con fuerza de ley, por una sola vez, trasladará a la Asignación para la Paz el 60% de los recursos de cada departamento en el Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación que al 31 de diciembre de 2016 no hayan sido destinados a la financiación de proyectos de inversión por el Órgano Colegiado de Administración y Decisión del Fondo.

Los recursos objeto del traslado mantendrán la misma distribución entre departamentos y el Distrito Capital que tenían en el Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación y se destinarán a la financiación de proyectos de inversión en la infraestructura de transporte requerida para la implementación del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, definidos por el Órgano Colegiado de Administración y Decisión de que trata el Parágrafo 7º transitorio del presente artículo.

Los departamentos podrán autorizar el traslado de hasta el 40% restante de los recursos de que trata el primer inciso del presente parágrafo, al Fondo de Desarrollo Regional, únicamente para ser destinados a proyectos de inversión en infraestructura de transporte requerida para la implementación del Acuerdo final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera. En estos casos, los departamentos deberán informar al Gobierno nacional el monto a ser trasladado, dentro del mes siguiente a la entrada en vigencia del presente Acto legislativo, para que éste realice los ajustes presupuestales a los que haya lugar.”

“Parágrafo 9º Transitorio. Los proyectos de inversión a financiarse con los recursos del Sistema General de Regalías destinados a la implementación del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, deberán guardar concordancia con el régimen de planeación vigente, el componente específico para la Paz y la implementación del Plan Plurianual de Inversiones del Plan Nacional de Desarrollo y de los planes de desarrollo de las entidades territoriales.”

Artículo nuevo. Adiciónese el siguiente parágrafo al artículo 361 de la Constitución Política:

“Parágrafo 5°. Los programas ahorroo proyectos de inversión que se financiarán con los recursos del Fondo de Ciencia, Tecnología e innovación, serán definidos por el respectivo Órgano Colegiado de Administración y Decisión, a través de convocatorias públicas abiertas y competitivas, articuladas con los correspondientes planes de desarrollo.  

Lo establecido en el presente parágrafo regirá desde la expedición de la respectiva reglamentación.”

Artículo 3. Vigencia y derogatorias. El presente acto legislativo rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga las nomas que le sean contrarias.


Comisión I Cámara

Coordinadores


JUAN CARLOS GARCÍA GÓMEZ			CARLOS ABRAHAM JIMÉNEZ LÓPEZ
Representante a la Cámara				Representante a la Cámara




ELBERT DIAZ LOZANO				MIGUEL ÁNGEL PINTO HERNÁNDEZ
Representante a la Cámara				Representante a la Cámara



Ponentes




OSCAR FERNANDO BRAVO REALPE			HARRY GIOVANNY GONZÁLEZ GARCÍA
Representante a la Cámara				Representante a la Cámara




FERNANDO DE LA PEÑA MARQUEZ			CARLOS EDWARD OSORIO AGUIAR
Representante a la Cámara				Representante a la Cámara



ANGÉLICA LISBETH LOZANO CORREA		CARLOS GERMÁN NAVAS TALERO
Representante a la Cámara				Representante a la Cámara



SANTIAGO VALENCIA GONZÁLEZ				
Representante a la Cámara				
37

image3.png
Resultados IGPR

100

—N* de proyectos FCTel

=N total proyectos

<

180

130

80

30

20

N° de proyectos




image1.png
Resultados IGPR

N total proyectos

140

120

100

80

60

40

20

N° deproyectos




image2.png
B sobresaiente

Medio
Bajo

B critico




